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Artículo 94. Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la Federación en una Suprema 
Corte de Justicia, en un Tribunal Electoral, en Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito 
y en Juzgados de Distrito.

La administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial de la Federación, con excepción 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, estarán a cargo del Consejo de la Judicatura 
Federal en los términos que, conforme a las bases que señala esta Constitución, establezcan 
las leyes.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación se compondrá de once integrantes, Ministras y 
Ministros, y funcionará en Pleno o en Salas.

En los términos que la ley disponga las sesiones del Pleno y de las Salas serán públicas, y por 
excepción secretas en los casos en que así lo exijan la moral o el interés público.

La competencia de la Suprema Corte, su funcionamiento en Pleno y Salas, la competencia 
de los Tribunales de Circuito, de los Juzgados de Distrito y del Tribunal Electoral, así como las 
responsabilidades en que incurran los servidores públicos del Poder Judicial de la 
Federación, se regirán por lo que dispongan las leyes, de conformidad con las bases que 
esta Constitución establece.

El Consejo de la Judicatura Federal determinará el número, división en circuitos, 
competencia territorial y especialización por materias, entre las que se incluirá la de 
radiodifusión, telecomunicaciones y competencia económica, de los Tribunales Colegiados 
y Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito.

Asimismo, mediante acuerdos generales establecerá Plenos de Circuito, atendiendo al 
número y especialización de los Tribunales Colegiados que pertenezcan a cada 
Circuito. Las leyes determinarán su integración y funcionamiento.

La ley establecerá la forma y procedimientos mediante concursos abiertos para la 
integración de los órganos jurisdiccionales, observando el principio de paridad de género.

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia estará facultado para expedir acuerdos generales, 
a �n de lograr una adecuada distribución entre las Salas de los asuntos que competa 
conocer a la Corte, así como remitir a los Tribunales Colegiados de Circuito, para mayor 
prontitud en el despacho de los asuntos, aquéllos en los que hubiera establecido 
jurisprudencia o los que, conforme a los referidos acuerdos, la propia Corte 
determine para una mejor impartición de justicia. Dichos acuerdos surtirán efectos 
después de publicados.

Los juicios de amparo, las controversias constitucionales y las acciones de 
inconstitucionalidad se substanciarán y resolverán de manera prioritaria cuando alguna de 
las Cámaras del Congreso, a través de su presidente, o el Ejecutivo Federal, por conducto del 
consejero jurídico del gobierno, justi�que la urgencia atendiendo al interés social o al orden 
público, en los términos de lo dispuesto por las leyes reglamentarias.

La ley �jará los términos en que sea obligatoria la jurisprudencia que establezcan los 
Tribunales del Poder Judicial de la Federación y los Plenos de Circuito sobre la 
interpretación de la Constitución y normas generales, así como los requisitos para su 
interrupción y sustitución.

La remuneración que perciban por sus servicios los Ministros de la Suprema Corte, los 
Magistrados de Circuito, los Jueces de Distrito y los Consejeros de la Judicatura Federal, así 
como los Magistrados Electorales, no podrá ser disminuida durante su encargo.

Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia durarán en su encargo quince años, sólo 
podrán ser removidos del mismo en los términos del Título Cuarto de esta Constitución y, al 
vencimiento de su periodo, tendrán derecho a un haber por retiro.

Ninguna persona que haya sido ministro podrá ser nombrada para un nuevo periodo, salvo 
que hubiera ejercido el cargo con el carácter de provisional o interino.

Artículo 97. Los Magistrados de Circuito y los Jueces de Distrito serán nombrados y adscritos 
por el Consejo de la Judicatura Federal, con base en criterios objetivos y de acuerdo a los 
requisitos y procedimientos que establezca la ley. Durarán seis años en el ejercicio de su 
encargo, al término de los cuales, si fueran rati�cados o promovidos a cargos superiores, 
sólo podrán ser privados de sus puestos en los casos y conforme a los procedimientos que 
establezca la ley. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá solicitar al Consejo de la Judicatura Federal 
que averigüe la conducta de algún juez o magistrado federal.

La Suprema Corte de Justicia nombrará y removerá a su secretario y demás funcionarios y 
empleados. Los Magistrados y jueces nombrarán y removerán a los respectivos 
funcionarios y empleados de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, 
conforme a lo que establezca la ley respecto de la carrera judicial. 

Cada cuatro años, el Pleno elegirá de entre sus miembros al Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, el cual no podrá ser reelecto para el período inmediato posterior. 

Cada Ministro de la Suprema Corte de Justicia, al entrar a ejercer su encargo, protestará ante 
el Senado, en la siguiente forma: 

Presidente: “¿Protestáis desempeñar leal y patrióticamente el cargo de Ministro de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación que se os ha conferido y guardar y hacer guardar la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella emanen, 
mirando en todo por el bien y prosperidad de la Unión?” 

Ministro: “Sí protesto” 

Presidente: “Si no lo hiciereis así, la Nación os lo demande”. 

Los Magistrados de Circuito y los Jueces de Distrito protestarán ante la Suprema Corte de 
Justicia y el Consejo de la Judicatura Federal.

Artículo 99. El Tribunal Electoral será, con excepción de lo dispuesto en la fracción II del 
artículo 105 de esta Constitución, la máxima autoridad jurisdiccional en la materia y órgano 
especializado del Poder Judicial de la Federación. 

Para el ejercicio de sus atribuciones, el Tribunal funcionará en forma permanente con una 
Sala Superior y salas regionales; sus sesiones de resolución serán públicas, en los términos 
que determine la ley. Contará con el personal jurídico y administrativo necesario para su 
adecuado funcionamiento. 

La Sala Superior se integrará por siete Magistrados Electorales. El Presidente del Tribunal 
será elegido por la Sala Superior, de entre sus miembros, para ejercer el cargo por cuatro 
años.

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma de�nitiva e inatacable, en los 
términos de esta Constitución y según lo disponga la ley, sobre: 

I. Las impugnaciones en las elecciones federales de diputados y senadores; 

II. Las impugnaciones que se presenten sobre la elección de Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos que serán resueltas en única instancia por la Sala Superior. 

Las salas Superior y regionales del Tribunal sólo podrán declarar la nulidad de una elección 
por las causales que expresamente se establezcan en las leyes. 

La Sala Superior realizará el cómputo �nal de la elección de Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos, una vez resueltas las impugnaciones que se hubieren interpuesto sobre 
la misma, procediendo a formular, en su caso, la declaración de validez de la elección y la de 
Presidente Electo respecto del candidato que hubiese obtenido el mayor número de votos. 

III. Las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad electoral federal, distintas a 
las señaladas en las dos fracciones anteriores, que violen normas constitucionales o legales, 
así como en materia de revocación de mandato;

IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones de�nitivos y �rmes de las autoridades 
competentes de las entidades federativas para organizar y cali�car los comicios o resolver 
las controversias que surjan durante los mismos, que puedan resultar determinantes para 
el desarrollo del proceso respectivo o el resultado �nal de las elecciones. Esta vía procederá 
solamente cuando la reparación solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de 
los plazos electorales y sea factible antes de la fecha constitucional o legalmente �jada para 
la instalación de los órganos o la toma de posesión de los funcionarios elegidos; 

V. Las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los derechos político electorales de 
los ciudadanos de votar, ser votado y de a�liación libre y pací�ca para tomar parte en los 
asuntos políticos del país, en los términos que señalen esta Constitución y las leyes. Para 
que un ciudadano pueda acudir a la jurisdicción del Tribunal por violaciones a sus derechos 
por el partido político al que se encuentre a�liado, deberá haber agotado previamente las 
instancias de solución de con�ictos previstas en sus normas internas, la ley establecerá las 
reglas y plazos aplicables; 

VI. Los con�ictos o diferencias laborales entre el Tribunal y sus servidores; 

VII. Los con�ictos o diferencias laborales entre el Instituto Nacional Electoral y sus 
servidores;

VIII. La determinación e imposición de sanciones por parte del Instituto Nacional Electoral 
a partidos o agrupaciones políticas o personas físicas o morales, nacionales o extranjeras, 
que infrinjan las disposiciones de esta Constitución y las leyes;

IX. Los asuntos que el Instituto Nacional Electoral someta a su conocimiento por violaciones 
a lo previsto en la Base III del artículo 41 y párrafo octavo del artículo 134 de esta 
Constitución; a las normas sobre propaganda política y electoral, así como por la realización 
de actos anticipados de precampaña o de campaña, e imponer las sanciones que 
correspondan, y

X. Las demás que señale la ley.

Las salas del Tribunal Electoral harán uso de los medios de apremio necesarios para hacer 
cumplir de manera expedita sus sentencias y resoluciones, en los términos que �je la ley. 

Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 105 de esta Constitución, las salas del Tribunal 
Electoral podrán resolver la no aplicación de leyes sobre la materia electoral contrarias a la 
presente Constitución. Las resoluciones que se dicten en el ejercicio de esta facultad se 
limitarán al caso concreto sobre el que verse el juicio. En tales casos la Sala Superior 
informará a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Cuando una sala del Tribunal Electoral sustente una tesis sobre la inconstitucionalidad de 
algún acto o resolución o sobre la interpretación de un precepto de esta Constitución, y 
dicha tesis pueda ser contradictoria con una sostenida por las salas o el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia, cualquiera de los Ministros, las salas o las partes, podrán 
denunciar la contradicción en los términos que señale la ley, para que el pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación decida en de�nitiva cuál tesis debe prevalecer. Las 
resoluciones que se dicten en este supuesto no afectarán los asuntos ya resueltos. 

La organización del Tribunal, la competencia de las salas, los procedimientos para la 
resolución de los asuntos de su competencia, así como los mecanismos para �jar criterios de 
jurisprudencia obligatorios en la materia, serán los que determinen esta Constitución y las 
leyes. 

La Sala Superior podrá, de o�cio, a petición de parte o de alguna de las salas regionales, 
atraer los juicios de que conozcan éstas; asimismo, podrá enviar los asuntos de su 
competencia a las salas regionales para su conocimiento y resolución. La ley señalará las 
reglas y los procedimientos para el ejercicio de tales facultades. 

La administración, vigilancia y disciplina en el Tribunal Electoral corresponderán, en los 
términos que señale la ley, a una Comisión del Consejo de la Judicatura Federal, que se 
integrará por el Presidente del Tribunal Electoral, quien la presidirá; un Magistrado Electoral 
de la Sala Superior designado por insaculación; y tres miembros del Consejo de la 
Judicatura Federal. El Tribunal propondrá su presupuesto al Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación para su inclusión en el proyecto de Presupuesto del Poder Judicial 
de la Federación. Asimismo, el Tribunal expedirá su Reglamento Interno y los acuerdos 
generales para su adecuado funcionamiento. 

Los Magistrados Electorales que integren las salas Superior y regionales serán elegidos por 
el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Senadores a 
propuesta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. La elección de quienes las integren 
será escalonada, conforme a las reglas y al procedimiento que señale la ley. 

Los Magistrados Electorales que integren la Sala Superior deberán satisfacer los requisitos 
que establezca la ley, que no podrán ser menores a los que se exigen para ser Ministro de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, y durarán en su encargo nueve años 
improrrogables. Las renuncias, ausencias y licencias de los Magistrados Electorales de la 
Sala Superior serán tramitadas, cubiertas y otorgadas por dicha Sala, según corresponda, 
en los términos del artículo 98 de esta Constitución. 

Los Magistrados Electorales que integren las salas regionales deberán satisfacer los 
requisitos que señale la ley, que no podrán ser menores a los que se exige para ser 
Magistrado de Tribunal Colegiado de Circuito. Durarán en su encargo nueve años 
improrrogables, salvo si son promovidos a cargos superiores. 

En caso de vacante de�nitiva se nombrará a un nuevo Magistrado por el tiempo restante al 
del nombramiento original.

El personal del Tribunal regirá sus relaciones de trabajo conforme a las disposiciones 
aplicables al Poder Judicial de la Federación y a las reglas especiales y excepciones que 
señale la ley.

Artículo 100. El Consejo de la Judicatura Federal será un órgano del Poder Judicial de la 
Federación con independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones.

El Consejo se integrará por siete miembros de los cuales, uno será el Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia, quien también lo será del Consejo; tres Consejeros designados 
por el Pleno de la Corte, por mayoría de cuando menos ocho votos, de entre los Magistrados 
de Circuito y Jueces de Distrito; dos Consejeros designados por el Senado, y uno por el 
Presidente de la República.

Todos los Consejeros deberán reunir los requisitos señalados en el artículo 95 de esta 
Constitución y ser personas que se hayan distinguido por su capacidad profesional y 
administrativa, honestidad y honorabilidad en el ejercicio de sus actividades, en el caso de 
los designados por la Suprema Corte, deberán gozar, además con reconocimiento en el 
ámbito judicial.

El Consejo funcionará en Pleno o en comisiones. El Pleno resolverá sobre la designación, 
adscripción, rati�cación y remoción de magistrados y jueces, así como de los demás asuntos 
que la ley determine.

Salvo el Presidente del Consejo, los demás Consejeros durarán cinco años en su cargo, serán 
substituidos de manera escalonada, y no podrán ser nombrados para un nuevo período. 

Los Consejeros no representan a quien los designa, por lo que ejercerán su función con 
independencia e imparcialidad. Durante su encargo, sólo podrán ser removidos en los 
términos del Título Cuarto de esta Constitución.

La ley establecerá las bases para la formación y actualización de funcionarios, así como para 
el desarrollo de la carrera judicial, la cual se regirá por los principios de excelencia, 
objetividad, imparcialidad, profesionalismo e independencia. 

De conformidad con lo que establezca la ley, el Consejo estará facultado para expedir 
acuerdos generales para el adecuado ejercicio de sus funciones. La Suprema Corte de 
Justicia podrá solicitar al Consejo la expedición de aquellos acuerdos generales que 
considere necesarios para asegurar un adecuado ejercicio de la función jurisdiccional 
federal. El Pleno de la Corte también podrá revisar y, en su caso, revocar los que el Consejo 
apruebe, por mayoría de cuando menos ocho votos. La ley establecerá los términos y 
procedimientos para el ejercicio de estas atribuciones.

Las decisiones del Consejo serán de�nitivas e inatacables y, por lo tanto, no procede juicio 
ni recurso alguno, en contra de las mismas, salvo las que se re�eran a la designación, 
adscripción, rati�cación y remoción de magistrados y jueces, las cuales podrán ser revisadas 
por la Suprema Corte de Justicia, únicamente para veri�car que hayan sido adoptadas 
conforme a las reglas que establezca la ley orgánica respectiva.

La Suprema Corte de Justicia elaborará su propio presupuesto y el Consejo lo hará para el 
resto del Poder Judicial de la Federación, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo séptimo 
del artículo 99 de esta Constitución. Los presupuestos así elaborados serán remitidos por el 
Presidente de la Suprema Corte para su inclusión en el proyecto de Presupuesto de Egresos 
de la Federación. La administración de la Suprema Corte de Justicia corresponderá a su 
Presidente.

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que 
señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 

I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se re�eran a la materia 
electoral, se susciten entre:

a) La Federación y una entidad federativa;

b) La Federación y un municipio; 

c) El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera de las Cámaras de éste o, 
en su caso, la Comisión Permanente;

d) Una entidad federativa y otra;

e) Se deroga.

f) Se deroga.

g) Dos municipios de diversos Estados;

h) Dos Poderes de una misma entidad federativa, sobre la constitucionalidad de sus 
actos o disposiciones generales;

i) Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o 
disposiciones generales; 

j) Una entidad federativa y un Municipio de otra o una demarcación territorial de la Ciudad 
de México, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales, y

k) Se deroga.

l) Dos órganos constitucionales autónomos, y entre uno de éstos y el Poder Ejecutivo de la 
Unión o el Congreso de la Unión sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones 
generales. Lo dispuesto en el presente inciso será aplicable al organismo garante que 
establece el artículo 6o. de esta Constitución.

Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales de las entidades 
federativas, de los Municipios o de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México 
impugnadas por la Federación; de los Municipios o de las demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México impugnadas por las entidades federativas, o en los casos a que se re�eren 
los incisos c) y h) anteriores, y la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación las 
declare inválidas, dicha resolución tendrá efectos generales cuando hubiere sido aprobada 
por una mayoría de por lo menos ocho votos.

En los demás casos, las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia tendrán efectos 
únicamente respecto de las partes en la controversia. 

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible 
contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales 
siguientes a la fecha de publicación de la norma, por: 

a) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, en contra de leyes federales;

b) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes del Senado, en contra de las 
leyes federales o de tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano;

c) El Ejecutivo Federal, por conducto del Consejero Jurídico del Gobierno, en contra de 
normas generales de carácter federal y de las entidades federativas;

d) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de alguna de las Legislaturas 
de las entidades federativas en contra de las leyes expedidas por el propio órgano;

e) Se deroga.

f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral, por conducto de sus 
dirigencias nacionales, en contra de leyes electorales federales o locales; y los partidos 
políticos con registro en una entidad federativa, a través de sus dirigencias, exclusivamente 
en contra de leyes electorales expedidas por la Legislatura de la entidad federativa que les 
otorgó el registro;

g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o 
de las entidades federativas, así como de tratados internacionales celebrados por el 
Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos 
humanos consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que 
México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de los derechos humanos 
equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas;

h) El organismo garante que establece el artículo 6° de esta Constitución en contra de leyes 
de carácter federal y local, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo 
Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren el derecho al acceso a la 
información pública y la protección de datos personales. Asimismo, los organismos 
garantes equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las 
Legislaturas locales; e 

i) El Fiscal General de la República respecto de leyes federales y de las entidades federativas, 
en materia penal y procesal penal, así como las relacionadas con el ámbito de sus funciones;

La única vía para plantear la no conformidad de las leyes electorales a la Constitución es la 
prevista en este artículo.

Las leyes electorales federal y locales deberán promulgarse y publicarse por lo menos 
noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse, y durante el 
mismo no podrá haber modi�caciones legales fundamentales.

Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia sólo podrán declarar la invalidez de las 
normas impugnadas, siempre que fueren aprobadas por una mayoría de cuando menos 
ocho votos. 

III. De o�cio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Unitario de Circuito o del 
Ejecutivo Federal, por conducto del Consejero Jurídico del Gobierno, así como del Fiscal 
General de la República en los asuntos en que intervenga el Ministerio Público, podrá 
conocer de los recursos de apelación en contra de sentencias de Jueces de Distrito dictadas 
en aquellos procesos en que la Federación sea parte y que por su interés y trascendencia así 
lo ameriten.

La declaración de invalidez de las resoluciones a que se re�eren las fracciones I y II de este 
artículo no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los 
principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia. 

En caso de incumplimiento de las resoluciones a que se re�eren las fracciones I y II de este 
artículo se aplicarán, en lo conducente, los procedimientos establecidos en los dos primeros 
párrafos de la fracción XVI del artículo 107 de esta Constitución.

Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con 
excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que 
determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:

I. El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, teniendo tal 
carácter quien aduce ser titular de un derecho o de un interés legítimo individual o 
colectivo, siempre que alegue que el acto reclamado viola los derechos reconocidos por esta 
Constitución y con ello se afecte su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de 
su especial situación frente al orden jurídico.

Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o 
del trabajo, el quejoso deberá aducir ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de 
manera personal y directa;

II. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los 
quejosos que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, 
en el caso especial sobre el que verse la demanda. 

Cuando en los juicios de amparo indirecto en revisión se resuelva la inconstitucionalidad de 
una norma general por segunda ocasión consecutiva, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación lo informará a la autoridad emisora correspondiente. 

Cuando los órganos del Poder Judicial de la Federación establezcan jurisprudencia por 
reiteración en la cual se determine la inconstitucionalidad de una norma general, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación lo noti�cará a la autoridad emisora. Transcurrido 
el plazo de 90 días naturales sin que se supere el problema de inconstitucionalidad, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá, siempre que fuere aprobada por una 
mayoría de cuando menos ocho votos, la declaratoria general de inconstitucionalidad, en la 
cual se �jarán sus alcances y condiciones en los términos de la ley reglamentaria. 

Lo dispuesto en los dos párrafos anteriores no será aplicable a normas generales en materia 
tributaria. 

En el juicio de amparo deberá suplirse la de�ciencia de los conceptos de violación o agravios 
de acuerdo con lo que disponga la ley reglamentaria. 

Cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de la 
propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos o a 
los núcleos de población que de hecho o por derecho guarden el estado comunal, o a los 
ejidatarios o comuneros, deberán recabarse de o�cio todas aquellas pruebas que puedan 
bene�ciar a las entidades o individuos mencionados y acordarse las diligencias que se 
estimen necesarias para precisar sus derechos agrarios, así como la naturaleza y efectos de 
los actos reclamados. 

En los juicios a que se re�ere el párrafo anterior no procederán, en perjuicio de los núcleos 
ejidales o comunales, o de los ejidatarios o comuneros, el sobreseimiento por inactividad 
procesal ni la caducidad de la instancia, pero uno y otra sí podrán decretarse en su bene�cio. 
Cuando se reclamen actos que afecten los derechos colectivos del núcleo tampoco 
procederán desistimiento ni el consentimiento expreso de los propios actos, salvo que el 
primero sea acordado por la Asamblea General o el segundo emane de ésta;

III. Cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el 
amparo sólo procederá en los casos siguientes: 

a) Contra sentencias de�nitivas, laudos y resoluciones que pongan �n al juicio, ya sea que la 
violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte las defensas 
del quejoso trascendiendo al resultado del fallo. En relación con el amparo al que se re�ere 
este inciso y la fracción V de este artículo, el Tribunal Colegiado de Circuito deberá decidir 
respecto de todas las violaciones procesales que se hicieron valer y aquéllas que, cuando 
proceda, advierta en suplencia de la queja, y �jará los términos precisos en que deberá 
pronunciarse la nueva resolución. Si las violaciones procesales no se invocaron en un primer 
amparo, ni el Tribunal Colegiado correspondiente las hizo valer de o�cio en los casos en que 
proceda la suplencia de la queja, no podrán ser materia de concepto de violación, ni de 
estudio o�cioso en juicio de amparo posterior. 

La parte que haya obtenido sentencia favorable y la que tenga interés jurídico en que 
subsista el acto reclamado, podrá presentar amparo en forma adhesiva al que promueva 
cualquiera de las partes que intervinieron en el juicio del que emana el acto reclamado. La 
ley determinará la forma y términos en que deberá promoverse. 

Para la procedencia del juicio deberán agotarse previamente los recursos ordinarios que se 
establezcan en la ley de la materia, por virtud de los cuales aquellas sentencias de�nitivas, 
laudos y resoluciones puedan ser modi�cados o revocados, salvo el caso en que la ley 
permita la renuncia de los recursos. 

Al reclamarse la sentencia de�nitiva, laudo o resolución que ponga �n al juicio, deberán 
hacerse valer las violaciones a las leyes del procedimiento, siempre y cuando el quejoso las 
haya impugnado durante la tramitación del juicio mediante el recurso o medio de defensa 
que, en su caso, señale la ley ordinaria respectiva. Este requisito no será exigible en amparos 
contra actos que afecten derechos de menores o incapaces, al estado civil, o al orden o 
estabilidad de la familia, ni en los de naturaleza penal promovidos por el sentenciado;

b) Contra actos en juicio cuya ejecución sea de imposible reparación, fuera de juicio o 
después de concluido, una vez agotados los recursos que en su caso procedan, y 

c) Contra actos que afecten a personas extrañas al juicio;

IV. En materia administrativa el amparo procede, además, contra actos u omisiones que 
provengan de autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del 
trabajo, y que causen agravio no reparable mediante algún medio de defensa legal. Será 
necesario agotar estos medios de defensa siempre que conforme a las mismas leyes se 
suspendan los efectos de dichos actos de o�cio o mediante la interposición del juicio, 
recurso o medio de defensa legal que haga valer el agraviado, con los mismos alcances que 
los que prevé la ley reglamentaria y sin exigir mayores requisitos que los que la misma 
consigna para conceder la suspensión de�nitiva, ni plazo mayor que el que establece para 
el otorgamiento de la suspensión provisional, independientemente de que el acto en sí 
mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de acuerdo con dicha ley. 

No existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa si el acto reclamado 
carece de fundamentación o cuando sólo se aleguen violaciones directas a esta 
Constitución;

V. El amparo contra sentencias de�nitivas, laudos o resoluciones que pongan �n al juicio se 
promoverá ante el Tribunal Colegiado de Circuito competente de conformidad con la ley, en 
los casos siguientes:

a) En materia penal, contra resoluciones de�nitivas dictadas por tribunales judiciales, sean 
éstos federales, del orden común o militares.

b) En materia administrativa, cuando se reclamen por particulares sentencias de�nitivas y 
resoluciones que ponen �n al juicio dictadas por tribunales administrativos o judiciales, no 
reparables por algún recurso, juicio o medio ordinario de defensa legal;

c) En materia civil, cuando se reclamen sentencias de�nitivas dictadas en juicios del orden 
federal o en juicios mercantiles, sea federal o local la autoridad que dicte el fallo, o en juicios 
del orden común. En los juicios civiles del orden federal las sentencias podrán ser 
reclamadas en amparo por cualquiera de las partes, incluso por la Federación, en defensa 
de sus intereses patrimoniales, y 

d) En materia laboral, cuando se reclamen resoluciones o sentencias de�nitivas que pongan 
�n al juicio dictadas por los tribunales laborales locales o federales o laudos del Tribunal 
Federal de Conciliación y Arbitraje de los Trabajadores al Servicio del Estado y sus 
homólogos en las entidades federativas;

La Suprema Corte de Justicia, de o�cio o a petición fundada del correspondiente Tribunal 
Colegiado de Circuito, del Fiscal General de la República, en los asuntos en que el Ministerio 
Público de la Federación sea parte, o del Ejecutivo Federal, por conducto del Consejero 
Jurídico del Gobierno, podrá conocer de los amparos directos que por su interés y 
trascendencia así lo ameriten.

VI. En los casos a que se re�ere la fracción anterior, la ley reglamentaria señalará el 
procedimiento y los términos a que deberán someterse los Tribunales Colegiados de Circuito 
y, en su caso, la Suprema Corte de Justicia de la Nación para dictar sus resoluciones;

VII. El amparo contra actos u omisiones en juicio, fuera de juicio o después de concluido, o 
que afecten a personas extrañas al juicio, contra normas generales o contra actos u 
omisiones de autoridad administrativa, se interpondrá ante el Juez de Distrito bajo cuya 
jurisdicción se encuentre el lugar en que el acto reclamado se ejecute o trate de ejecutarse, 
y su tramitación se limitará al informe de la autoridad, a una audiencia para la que se citará 
en el mismo auto en el que se mande pedir el informe y se recibirán las pruebas que las 
partes interesadas ofrezcan y oirán los alegatos, pronunciándose en la misma audiencia la 
sentencia;

VIII. Contra las sentencias que pronuncien en amparo los Jueces de Distrito o los Tribunales 
Unitarios de Circuito procede revisión. De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia:

a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo normas generales por 
estimarlas directamente violatorias de esta Constitución, subsista en el recurso el problema 
de constitucionalidad.

b) Cuando se trate de los casos comprendidos en las fracciones II y III del artículo 103 de esta 
Constitución.

La Suprema Corte de Justicia, de o�cio o a petición fundada del correspondiente Tribunal 
Colegiado de Circuito, del Fiscal General de la República, en los asuntos en que el Ministerio 
Público de la Federación sea parte, o del Ejecutivo Federal, por conducto del Consejero 
Jurídico del Gobierno, podrá conocer de los amparos en revisión, que por su interés y 
trascendencia así lo ameriten.

En los casos no previstos en los párrafos anteriores, conocerán de la revisión los tribunales 
colegiados de circuito y sus sentencias no admitirán recurso alguno;

IX. En materia de amparo directo procede el recurso de revisión en contra de las sentencias 
que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan la 
interpretación directa de un precepto de esta Constitución u omitan decidir sobre tales 
cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que �jen un criterio de 
importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en cumplimiento de los acuerdos generales del Pleno. La materia del recurso 
se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder 
comprender otras;

X. Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos y mediante las 
condiciones que determine la ley reglamentaria, para lo cual el órgano jurisdiccional de 
amparo, cuando la naturaleza del acto lo permita, deberá realizar un análisis ponderado de 
la apariencia del buen derecho y del interés social. 

Dicha suspensión deberá otorgarse respecto de las sentencias de�nitivas en materia penal 
al comunicarse la promoción del amparo, y en las materias civil, mercantil y administrativa, 
mediante garantía que dé el quejoso para responder de los daños y perjuicios que tal 
suspensión pudiere ocasionar al tercero interesado. La suspensión quedará sin efecto si éste 
último da contragarantía para asegurar la reposición de las cosas al estado que guardaban 
si se concediese el amparo y a pagar los daños y perjuicios consiguientes;

XI. La demanda de amparo directo se presentará ante la autoridad responsable, la cual 
decidirá sobre la suspensión. En los demás casos la demanda se presentará ante los 
Juzgados de Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito los cuales resolverán sobre la 
suspensión, o ante los tribunales de las entidades federativas en los casos que la ley lo 
autorice;

XII. La violación de las garantías de los artículos 16, en materia penal, 19 y 20 se reclamará 
ante el superior del tribunal que la cometa, o ante el Juez de Distrito o Tribunal Unitario 
de Circuito que corresponda, pudiéndose recurrir, en uno y otro caso, las resoluciones que 
se pronuncien, en los términos prescritos por la fracción VIII. 

Si el Juez de Distrito o el Tribunal Unitario de Circuito no residieren en el mismo lugar en 
que reside la autoridad responsable, la ley determinará el juez o tribunal ante el que se ha 
de presentar el escrito de amparo, el que podrá suspender provisionalmente el acto 
reclamado, en los casos y términos que la misma ley establezca;

XIII. Cuando los Tribunales Colegiados de un mismo Circuito sustenten tesis contradictorias 
en los juicios de amparo de su competencia, el Fiscal General de la República, en asuntos en 
materia penal y procesal penal, así como los relacionados con el ámbito de sus funciones, 
los mencionados tribunales y sus integrantes, los Jueces de Distrito, las partes en los 
asuntos que los motivaron o el Ejecutivo Federal, por conducto del Consejero Jurídico del 
Gobierno, podrán denunciar la contradicción ante el Pleno del Circuito correspondiente, a 
�n de que decida la tesis que debe prevalecer como jurisprudencia.

Cuando los Plenos de Circuito de distintos Circuitos, los Plenos de Circuito en materia 
especializada de un mismo Circuito o los Tribunales Colegiados de un mismo Circuito 
con diferente especialización sustenten tesis contradictorias al resolver las 
contradicciones o los asuntos de su competencia, según corresponda, los Ministros 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los mismos Plenos de Circuito, así como 
los órganos a que se re�ere el párrafo anterior, podrán denunciar la contradicción ante la 
Suprema Corte de Justicia, con el objeto de que el Pleno o la Sala respectiva, decida la tesis 
que deberá prevalecer. 

Cuando las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sustenten tesis 
contradictorias en los juicios de amparo cuyo conocimiento les competa, los ministros, los 
Tribunales Colegiados de Circuito y sus integrantes, los Jueces de Distrito, el Fiscal General 
de la República, en asuntos en materia penal y procesal penal, así como los relacionados con 
el ámbito de sus funciones, el Ejecutivo Federal, por conducto del Consejero Jurídico del 
Gobierno, o las partes en los asuntos que las motivaron, podrán denunciar la contradicción 
ante el Pleno de la Suprema Corte, conforme a la ley reglamentaria, para que éste resuelva 
la contradicción.

Las resoluciones que pronuncien el Pleno o las Salas de la Suprema Corte de Justicia así 
como los Plenos de Circuito conforme a los párrafos anteriores, sólo tendrán el efecto de 
�jar la jurisprudencia y no afectarán las situaciones jurídicas concretas derivadas de las 
sentencias dictadas en los juicios en que hubiese ocurrido la contradicción;

XIV. Se deroga;

XV. El Fiscal General de la República o el Agente del Ministerio Público de la Federación que 
al efecto designe, será parte en todos los juicios de amparo en los que el acto reclamado 
provenga de procedimientos del orden penal y aquéllos que determine la ley;

XVI. Si la autoridad incumple la sentencia que concedió el amparo, pero dicho 
incumplimiento es justi�cado, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de acuerdo con el 
procedimiento previsto por la ley reglamentaria, otorgará un plazo razonable para que 
proceda a su cumplimiento, plazo que podrá ampliarse a solicitud de la autoridad. Cuando 
sea injusti�cado o hubiera transcurrido el plazo sin que se hubiese cumplido, procederá a 
separar de su cargo al titular de la autoridad responsable y a consignarlo ante el Juez de 
Distrito. Las mismas providencias se tomarán respecto del superior jerárquico de la 
autoridad responsable si hubiese incurrido en responsabilidad, así como de los titulares 
que, habiendo ocupado con anterioridad el cargo de la autoridad responsable, hubieran 
incumplido la ejecutoria. 

Si concedido el amparo, se repitiera el acto reclamado, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de acuerdo con el procedimiento establecido por la ley reglamentaria, procederá a 
separar de su cargo al titular de la autoridad responsable, y dará vista al Ministerio Público 
Federal, salvo que no hubiera actuado dolosamente y deje sin efectos el acto repetido antes 
de que sea emitida la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

El cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo podrá ser solicitado por el quejoso al 
órgano jurisdiccional, o decretado de o�cio por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, cuando la ejecución de la sentencia afecte a la sociedad en mayor proporción a los 
bene�cios que pudiera obtener el quejoso, o cuando, por las circunstancias del caso, sea 
imposible o desproporcionadamente gravoso restituir la situación que imperaba antes de la 
violación. El incidente tendrá por efecto que la ejecutoria se dé por cumplida mediante el 
pago de daños y perjuicios al quejoso. Las partes en el juicio podrán acordar el 
cumplimiento sustituto mediante convenio sancionado ante el propio órgano 
jurisdiccional. 

No podrá archivarse juicio de amparo alguno, sin que se haya cumplido la sentencia que 
concedió la protección constitucional;

XVII. La autoridad responsable que desobedezca un auto de suspensión o que, ante tal 
medida, admita por mala fe o negligencia �anza o contra�anza que resulte ilusoria o 
insu�ciente, será sancionada penalmente; 

XVIII. Se deroga.

Artículo 94. Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la Federación en una Suprema 
Corte de Justicia, en un Tribunal Electoral, en Plenos Regionales, en Tribunales Colegiados 
de Circuito, en Tribunales Colegiados de Apelación y en Juzgados de Distrito.

...

...

...

La competencia de la Suprema Corte, su funcionamiento en Pleno y Salas, la competencia 
de los Plenos Regionales, de los Tribunales de Circuito, de los Juzgados de Distrito y del 
Tribunal Electoral, así como las responsabilidades en que incurran las servidoras y los 
servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, se regirán por lo que dispongan las 
leyes y los acuerdos generales correspondientes, de conformidad con las bases que esta 
Constitución establece.

El Consejo de la Judicatura Federal determinará el número, división en circuitos, 
competencia territorial y especialización por materias, entre las que se incluirá la de 
radiodifusión, telecomunicaciones y competencia económica, de los Tribunales Colegiados 
de Circuito, de los Tribunales Colegiados de Apelación y de los Juzgados de Distrito.

Asimismo, mediante acuerdos generales establecerán Plenos Regionales, los cuales 
ejercerán jurisdicción sobre los circuitos que los propios acuerdos determinen. Las 
leyes establecerán su integración y funcionamiento.

...

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia estará facultado para expedir acuerdos generales, 
a �n de lograr una adecuada distribución entre las Salas de los asuntos que competa 
conocer a la Corte, así como remitir asuntos a los Plenos Regionales y a los Tribunales 
Colegiados de Circuito, para mayor prontitud en el despacho de los mismos. Dichos 
acuerdos surtirán efectos después de publicados.

...

La ley �jará los términos en que sea obligatoria la jurisprudencia que establezcan los 
Tribunales del Poder Judicial de la Federación sobre la interpretación de la Constitución y 
normas generales, así como los requisitos para su interrupción.

(SE ADICIONA)
Las razones que justi�quen las decisiones contenidas en las sentencias dictadas por 
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría de ocho votos, y 
por las Salas, por mayoría de cuatro votos, serán obligatorias para todas las 
autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas.

...

...

...

Artículo 97. Las Magistradas y los Magistrados de Circuito, así como las Juezas y los 
Jueces de Distrito serán nombrados y adscritos por el Consejo de la Judicatura Federal, con 
base en criterios objetivos y de acuerdo a los requisitos y procedimientos que establezcan 
las disposiciones aplicables. Durarán seis años en el ejercicio de su encargo, al término de 
los cuales, si fueran rati�cados, sólo podrán ser privados de sus puestos en los casos y 
conforme a los procedimientos que establezca la ley.

(SE ADICIONA)
El ingreso, formación y permanencia de las Magistradas y los Magistrados de 
Circuito, las Juezas y los Jueces de Distrito, y demás personal de la carrera judicial del 
Poder Judicial de la Federación, se sujetarán a la regulación establecida en las 
disposiciones aplicables.

...

La Suprema Corte de Justicia nombrará y removerá a sus secretarios, secretarias y demás 
funcionarios y empleados. El nombramiento y remoción de las funcionarias, los 
funcionarios y empleados de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, 
se realizará conforme a lo que establezcan las disposiciones aplicables.

...

...

...

...

...

...

Artículo 99. ...

...

...

...

I. ...

II. ...

III. ...

IV. ...

V. ...

VI. ...

VII. ...

VIII. ...

IX. ...

X. ...

Cuando una sala del Tribunal Electoral sustente un criterio sobre la inconstitucionalidad de 
algún acto o resolución o sobre la interpretación de un precepto de esta Constitución, y 
dicho criterio pueda ser contradictorio con uno sostenido por las salas o el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia, cualquiera de las Ministras y Ministros, las salas o las partes, 
podrán denunciar la contradicción en los términos que señale la ley, para que el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación decida en de�nitiva cuál criterio debe prevalecer. 
Las resoluciones que se dicten en este supuesto no afectarán los asuntos ya resueltos.

...

...

...
 

...

...

...

...

El personal del Tribunal regirá sus relaciones de trabajo conforme a las disposiciones 
aplicables al Poder Judicial de la Federación y a las reglas especiales y excepciones que 
señale la ley. (SE ADICIONA) El ingreso, formación, permanencia y demás aspectos 
inherentes a las servidoras y los servidores públicos que pertenezcan al servicio de 
carrera judicial se sujetarán a la regulación establecida en las disposiciones 
jurídicas aplicables.

Artículo 100. ...

...

...

...

...

...

La ley establecerá las bases para la formación y actualización de funcionarias y 
funcionarios, así como para el desarrollo de la carrera judicial, la cual se regirá por los 
principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, profesionalismo, independencia y 
paridad de género. (SE ADICIONA) El Consejo de la Judicatura Federal contará con 
una Escuela Federal de Formación Judicial encargada de implementar los procesos 
de formación, capacitación y actualización del personal jurisdiccional y 
administrativo del Poder Judicial de la Federación y sus órganos auxiliares, así 
como de llevar a cabo los concursos de oposición para acceder a las distintas 
categorías de la carrera judicial en términos de las disposiciones aplicables.

(SE ADICIONA)
El servicio de defensoría pública en asuntos del fuero federal será proporcionado 
por el Consejo de la Judicatura Federal a través del Instituto Federal de Defensoría 
Pública, en los términos que establezcan las disposiciones aplicables. La Escuela 
Federal de Formación Judicial será la encargada de capacitar a las y los defensores 
públicos, así como de llevar a cabo los concursos de oposición.

...

Las decisiones del Consejo serán de�nitivas e inatacables y, por lo tanto, no procede juicio 
ni recurso alguno, en contra de las mismas, salvo las que se re�eran a la adscripción, 
rati�cación y remoción de Magistradas, Magistrados, Juezas y Jueces las cuales podrán 
ser revisadas por la Suprema Corte de Justicia, únicamente para veri�car que hayan sido 
adoptadas conforme a las reglas que establezca esta Constitución y la ley.

(SE ADICIONA)
En contra de la designación de Magistradas, Magistrados, Juezas y Jueces, no 
procede recurso alguno, pero los resultados de los concursos de oposición podrán ser 
impugnados ante el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal.

(SE ADICIONA)
El Consejo de la Judicatura Federal podrá concentrar en uno o más órganos 
jurisdiccionales para que conozcan de los asuntos vinculados con hechos que 
constituyan violaciones graves de derechos humanos. La decisión sobre la 
idoneidad de la concentración deberá tomarse en función del interés social y el 
orden público, lo que constituirá una excepción a las reglas de turno y competencia.

...

Artículo 105. ...

I. De las controversias constitucionales que, sobre la constitucionalidad de las normas 
generales, actos u omisiones, con excepción de las que se re�eran a la materia electoral, 
se susciten entre:

a) ... 

b) ...

c) ...

d) ...

e) ...

f ) ...

g) ...

h) Dos Poderes de una misma entidad federativa;
 

i) Un Estado y uno de sus Municipios;

j) Una Entidad Federativa y un Municipio de otra o una demarcación territorial de la Ciudad 
de México;

(SE ADICIONA)
k) Dos órganos constitucionales autónomos de una entidad federativa, y entre uno 
de éstos y el Poder Ejecutivo o el Poder Legislativo de esa entidad federativa, y

l) Dos órganos constitucionales autónomos federales, y entre uno de éstos y el Poder 
Ejecutivo de la Unión o el Congreso de la Unión.
 

Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales de las entidades 
federativas, de los Municipios o de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México 
impugnadas por la Federación; de los Municipios o de las demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México impugnadas por las entidades federativas, o en los casos a que se re�eren 
los incisos c), h), k) y l) anteriores, y la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación las declare inválidas, dicha resolución tendrá efectos generales cuando hubiere sido 
aprobada por una mayoría de por lo menos ocho votos.
 
...

(SE ADICIONA)
En las controversias previstas en esta fracción únicamente podrán hacerse valer 
violaciones a esta Constitución, así como a los derechos humanos reconocidos en los 
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte.

II. ...

III. De o�cio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Apelación o 
del Ejecutivo Federal, por conducto de la Consejera o Consejero Jurídico del Gobierno, así 
como de la o el Fiscal General de la República en los asuntos en que intervenga el Ministerio 
Público, podrá conocer de los recursos de apelación en contra de sentencias de los Juzgados 
de Distrito dictadas en aquellos procesos en que la Federación sea parte y que por su interés 
y trascendencia así lo ameriten.

...

...

Artículo 107. ...

I. ...

II. ...

Cuando en los juicios de amparo indirecto en revisión se resuelva la inconstitucionalidad de 
una norma general, la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo informará a la autoridad 
emisora correspondiente.

Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito establezcan jurisprudencia por 
reiteración, o la Suprema Corte de Justicia de la Nación por precedentes, en la cual se 
determine la inconstitucionalidad de una norma general, su Presidente lo noti�cará a la 
autoridad emisora. Transcurrido el plazo de 90 días naturales sin que se supere el problema 
de inconstitucionalidad, la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá, siempre que 
fuere aprobada por una mayoría de cuando menos ocho votos, la declaratoria general de 
inconstitucionalidad, en la cual se �jarán sus alcances y condiciones en los términos de la 
ley reglamentaria.

...

...

...

...

III. ...
 

IV.  ...

V. ...

VI. ...

VII. ...

VIII. Contra las sentencias que pronuncien en amparo las Juezas y los Jueces de Distrito o los 
Tribunales Colegiados de Apelación procede revisión. De ella conocerá la Suprema Corte 
de Justicia:

a) ...

b) ...

...

...

IX. En materia de amparo directo procede el recurso de revisión en contra de las sentencias 
que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan la 
interpretación directa de un precepto de esta Constitución u omitan decidir sobre tales 
cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que a juicio de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación el asunto revista un interés excepcional en materia 
constitucional o de derechos humanos. La materia del recurso se limitará a la decisión 
de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras. En contra del 
auto que deseche el recurso no procederá medio de impugnación alguno;

X. ...

XI. La demanda de amparo directo se presentará ante la autoridad responsable, la cual 
decidirá sobre la suspensión. En los demás casos, la demanda se presentará ante los 
Juzgados de Distrito o los Tribunales Colegiados de Apelación los cuales resolverán sobre 
la suspensión, o ante los tribunales de las entidades federativas en los casos que la ley lo 
autorice;

XII. La violación de las garantías de los artículos 16, en materia penal, 19 y 20 se reclamará 
ante el superior del tribunal que la cometa, o ante el Juzgado de Distrito o Tribunal 
Colegiado de Apelación que corresponda, pudiéndose recurrir, en uno y otro caso, las 
resoluciones que se pronuncien, en los términos prescritos por la fracción VIII.

Si el Juzgado de Distrito o el Tribunal Colegiado de Apelación no residieren en el mismo 
lugar en que reside la autoridad responsable, la ley determinará el juzgado o tribunal ante 
el que se ha de presentar el escrito de amparo, el que podrá suspender provisionalmente el 
acto reclamado, en los casos y términos que la misma ley establezca.

XIII.  Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito de la misma región sustenten criterios 
contradictorios en los juicios de amparo de su competencia, el o la Fiscal General de la 
República, en asuntos en materia penal y procesal penal, así como los relacionados con el 
ámbito de sus funciones, los mencionados tribunales y sus integrantes, las y los Jueces de 
Distrito, las partes en los asuntos que los motivaron o el Ejecutivo Federal, por conducto de 
la o el Consejero Jurídico del Gobierno podrán denunciar la contradicción ante el Pleno 
Regional correspondiente, a �n de que decida el criterio que debe prevalecer como 
precedente.

Cuando los Plenos Regionales sustenten criterios contradictorios al resolver las 
contradicciones o los asuntos de su competencia, según corresponda, las Ministras y 
los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los mismos Plenos 
Regionales, así como los órganos a que se re�ere el párrafo anterior podrán denunciar la 
contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, con el objeto de que el Pleno o la Sala 
respectiva decida el criterio que deberá prevalecer.

Cuando las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sustenten criterios 
contradictorios en los juicios de amparo cuyo conocimiento les competa, los ministros, los 
Tribunales Colegiados de Circuito y sus integrantes, las y los Jueces de Distrito, el o la Fiscal 
General de la República, en asuntos en materia penal y procesal penal, así como los 
relacionados con el ámbito de sus funciones, el Ejecutivo Federal, por conducto de la o el 
Consejero Jurídico del Gobierno, o las partes en los asuntos que las motivaron podrán 
denunciar la contradicción ante el Pleno de la Suprema Corte, conforme a la ley 
reglamentaria, para que éste resuelva la contradicción.

Las resoluciones que pronuncien el Pleno o las Salas de la Suprema Corte de Justicia así 
como los Plenos Regionales conforme a los párrafos anteriores, sólo tendrán el efecto de 
�jar la jurisprudencia y no afectarán las situaciones jurídicas concretas derivadas de las 
sentencias dictadas en los juicios en que hubiese ocurrido la contradicción;

XIV. ...

XV. ...

XVI. ...

...

El cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo podrá ser solicitado por el quejoso o 
decretado de o�cio por el órgano jurisdiccional que hubiera emitido la sentencia de 
amparo, cuando la ejecución de la sentencia afecte a la sociedad en mayor proporción a los 
bene�cios que pudiera obtener el quejoso o cuando por las circunstancias del caso, sea 
imposible o desproporcionadamente gravoso restituir la situación que imperaba antes de la 
violación. El incidente tendrá por efecto que la ejecutoria se dé por cumplida mediante el 
pago de daños y perjuicios al quejoso. Las partes en el juicio podrán acordar el 
cumplimiento sustituto mediante convenio sancionado ante el propio órgano 
jurisdiccional.

...

XVII. ...

XVIII. ...
Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario O�cial de la Federación, sin perjuicio de lo previsto en los transitorios 
siguientes.

Segundo. El Congreso de la Unión, dentro de los 180 días siguientes a la entrada en 
vigor del presente Decreto, deberá aprobar la legislación secundaria derivada del 
mismo.

Tercero. A partir de la entrada en vigor de la legislación secundaria todas las 
menciones a los Tribunales Unitarios de Circuito y Plenos de Circuito previstas en las 
leyes, se entenderán hechas a los Tribunales Colegiados de Apelación y a los Plenos 
Regionales.

Cuarto. Las erogaciones que se generen con motivo de la entrada en vigor del 
presente Decreto, se realizarán con cargo a los presupuestos aprobados a los 
ejecutores de gasto responsables para el presente ejercicio �scal y los subsecuentes, 
por lo que no se autorizarán recursos adicionales para tales efectos.

Quinto. En ejercicio de sus facultades regulatorias, el Consejo de la Judicatura 
Federal adoptará las medidas necesarias para convertir los Tribunales Unitarios de 
Circuito en Tribunales Colegiados de Apelación, y los Plenos de Circuito en Plenos 
Regionales, considerando los siguientes lineamientos:

a)    En cada entidad federativa habrá, al menos, un Tribunal Colegiado de 
Apelación.

b)    El establecimiento de los Plenos Regionales partirá de la agrupación de Circuitos 
según las cargas de trabajo y las estadísticas de asuntos planteados y resueltos.

Sexto. El sistema de creación de jurisprudencia por precedentes, que se incorpora 
como párrafo décimo segundo al artículo 94 constitucional, entrará en vigor 
cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación emita el Acuerdo General 
respectivo, de conformidad con su facultad autorregulatoria prevista en dicho 
precepto.

Séptimo. Los recursos de reclamación y los de revisión administrativa en contra de 
las designaciones de juezas, jueces, magistradas y magistrados, que ya se 
encuentren en trámite y que conforme al nuevo marco constitucional resulten 
improcedentes, continuarán su tramitación hasta su archivo, sin que puedan 
declararse sin materia.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS
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ARTÍCULO 15.- Ningún juez puede sostener competencia con su tribunal de apelación; pero sí con otro juez o 
tribunal que, aun superior en grado, no ejerza sobre él jurisdicción.

ARTÍCULO 18.- Los negocios de la competencia de la Suprema Corte de Justicia, hecha excepción de los 
procedimientos de amparo, se verán siempre por el Tribunal Pleno, en única instancia. Los restantes negocios 
de competencia federal, cuando no exista ley especial, se verán por los Juzgados de Distrito, en primer grado, 
y, en apelación, ante los tribunales de Circuito, en los términos en que sea procedente el recurso, de conformi-
dad con las disposiciones de este ordenamiento.

Si dentro de un negocio del orden local o de la competencia de un tribunal federal de organización especial, 
se hace valer un interés de la Federación en forma de tercería o de cualquiera otra manera, cesará la 
competencia del que esté conociendo, y pasará el negocio a la Suprema Corte de Justicia o al Juzgado de 
Distrito que corresponda, según sea la naturaleza del interés de la Federación. Inversamente, desaparecido el 
interés de la Federación en un negocio, o resuelta de�nitivamente la cuestión que a ella importaba, cesará la 
competencia de los tribunales ordinarios de la Federación.
 

ARTÍCULO 20.- Los tribunales de Circuito conocerán de la segunda instancia de los negocios de la competencia 
de los juzgados de Distrito.

ARTICULO 237.- Cuando el auto contra el cual se haya admitido el recurso de apelación en ambos efectos, 
hubiere recaído en expediente tramitado por cuerda separada, sólo serán remitidos, al tribunal de apelación, 
los autos relativos al punto apelado; sin perjuicio de que, en copia, se remitan las constancias que, del 
principal, soliciten las partes, o de que se envíe éste, si ambas lo solicitaren. 

En los autos que queden en el tribunal, no podrá nunca dictarse resolución alguna que modi�que, revoque o, 
en otra forma, afecte lo acordado en la resolución apelada, entretanto que el recurso esté pendiente, para lo 
cual se dejará copia de ella.
 

ARTICULO 242.- Interpuesta la apelación en tiempo hábil, el tribunal la admitirá sin substanciación alguna, si 
procede legalmente, y, dentro de los tres días siguientes a la noti�cación, remitirá, al tribunal de apelación, los 
autos originales, cuando el recurso se hubiere admitido en ambos efectos. Si se hubiere admitido sólo en el 
efecto devolutivo, se remitirá el testimonio correspondiente, tan pronto como quede concluido.

ARTICULO 243.- En el auto en que se admita la apelación, se emplazará, al apelante, para que, dentro de los 
tres días siguientes de estar noti�cado, ocurra al tribunal de apelación a continuar el recurso, ampliándose el 
término que se le señale, en su caso, por razón de la distancia.

ARTÍCULO 245.- El tribunal de apelación, recibidos los autos o el testimonio, en su caso, lo hará saber a las 
partes.

ARTÍCULO 263.- En el auto a que se re�ere el artículo 261, el juez emplazará al recurrente para que, dentro del 
término de tres días, que se ampliará, en su caso, con los que correspondan por razón de la distancia, se 
presente al tribunal de apelación, para continuar el recurso.

ARTICULO 265.- Si se revoca la cali�cación del grado y se declara admisible la apelación en ambos efectos, se 
ordenará, al inferior, que remita los autos. 

Si se declara admisible la apelación en el efecto devolutivo, se le ordenará que envíe testimonio de las 
constancias que las partes designen y de las que el juez señale, si no se consideran bastantes las contenidas 
en el remitido para la denegada apelación, si se tratare de apelación de auto, o que remita los autos, si se 
tratare de sentencia de�nitiva. En el primer caso, los términos para que designen constancias las partes se 
contarán a partir de la noti�cación del auto en que el inferior les haga saber que está en su poder la resolución 
del tribunal de apelación.

ARTÍCULO 275.- El juez recibirá, por sí, todas las declaraciones, y presidirá todos los actos de prueba.

En los tribunales colegiados, el instructor tiene todas las facultades y obligaciones del juez singular, hasta 
llegar al período de alegatos de la audiencia �nal del juicio. Los alegatos tendrán lugar ante el personal del 
tribunal colegiado, y el proyecto de sentencia lo formulará el instructor. 

Las reclamaciones de las partes por violaciones del procedimiento se reservarán para decidir sobre ellas al 
pronunciar la santencia, y, si se estimase necesario, se ordenará que el instructor practique las diligencias 
indebidamente omitidas, o reponga el procedimiento en la parte o partes indispensables para que el 
reclamante no quede sin defensa, cumplido lo cual se repetirá la audiencia de alegatos y se pronunciará el 
fallo.

ARTICULO 357.- En los casos de las fracciones I y III del artículo anterior, las sentencias causan ejecutoria por 
ministerio de la ley; en los casos de la fracción II se requiere declaración judicial, la que será hecha a petición 
de parte. La declaración se hará por el tribunal de apelación, en la resolución que declare desierto el recurso. 
Si la sentencia no fuere recurrida, previa certi�cación de esta circunstancia por la Secretaría, la declaración la 
hará el tribunal que la haya pronunciado, y, en caso de desistimiento, será hecha por el tribunal ante el que se 
haya hecho valer.

La declaración de que una sentencia ha causado ejecutoria no admite ningún recurso.

ARTÍCULO 15.- Ninguna jueza o juez puede sostener competencia con su Tribunal Colegiado de Apelación; pero 
sí con otra jueza, juez o Tribunal que, aun superior en grado, no ejerza sobre ella o él jurisdicción.

ARTÍCULO 18.-  Los negocios de la competencia de la Suprema Corte de Justicia, hecha excepción de los 
procedimientos de amparo, se verán siempre por el Tribunal Pleno, en única instancia. Los restantes negocios 
de competencia federal, cuando no exista ley especial, se verán por los Juzgados de Distrito, en primer grado, 
y, en apelación, ante los Tribunales Colegiados de Apelación, en los términos en que sea procedente el recurso, 
de conformidad con las disposiciones de este ordenamiento.

...

ARTÍCULO 20.- Los Tribunales Colegiados de Apelación, conocerán de la segunda instancia de los negocios de la 
competencia de los juzgados de Distrito.

ARTÍCULO 237.- Cuando el auto contra el cual se haya admitido el recurso de apelación en ambos efectos, 
hubiere recaído en expediente tramitado por cuerda separada, sólo serán remitidos, al Tribunal Colegiado de 
Apelación, los autos relativos al punto apelado; sin perjuicio de que, en copia, se remitan las constancias que, 
del principal, soliciten las partes, o de que se envíe éste, si ambas lo solicitaren.

...

ARTÍCULO 242.- Interpuesta la apelación en tiempo hábil, el tribunal la admitirá sin substanciación alguna, si 
procede legalmente, y, dentro de los tres días siguientes a la noti�cación, remitirá, al Tribunal Colegiado de 
Apelación, los autos originales, cuando el recurso se hubiere admitido en ambos efectos. Si se hubiere 
admitido sólo en el efecto devolutivo, se remitirá el testimonio correspondiente, tan pronto como quede 
concluido.

ARTÍCULO 243.- En el auto en que se admita la apelación, se emplazará, a la o al apelante, para que, dentro de 
los tres días siguientes de estar noti�cado, ocurra al Tribunal Colegiado de Apelación a continuar el recurso, 
ampliándose el término que se le señale, en su caso, por razón de la distancia.

ARTÍCULO 245.- El Tribunal Colegiado de Apelación, recibidos los autos o el testimonio, en su caso, lo hará saber 
a las partes.

ARTÍCULO 263.- En el auto a que se re�ere el artículo 261, la jueza o el juez emplazará a la persona recurrente 
para que, dentro del término de tres días, que se ampliará, en su caso, con los que correspondan por razón de 
la distancia, se presente al Tribunal Colegiado de Apelación, para continuar el recurso.

ARTÍCULO 265.- ...

Si se declara admisible la apelación en el efecto devolutivo, se le ordenará que envíe testimonio de las 
constancias que las partes designen y de las que la jueza o el juez señale, si no se consideran bastantes las 
contenidas en el remitido para la denegada apelación, si se tratare de apelación de auto, o que remita los 
autos, si se tratare de sentencia de�nitiva. En el primer caso, los términos para que designen constancias las 
partes se contarán a partir de la noti�cación del auto en que el inferior les haga saber que está en su poder la 
resolución del Tribunal Colegiado de Apelación.

ARTÍCULO 275.- ...

En los Tribunales Colegiados de Apelación, la persona instructora tiene todas las facultades y obligaciones de la 
Jueza o del Juez, hasta llegar al período de alegatos de la audiencia �nal del juicio. Los alegatos tendrán lugar 
ante el personal del Tribunal Colegiado de Apelación, y el proyecto de sentencia lo formulará la persona 
instructora.

..

ARTÍCULO 357.- En los casos de las fracciones I y III del artículo anterior, las sentencias causan ejecutoria por 
ministerio de la ley; en los casos de la fracción II se requiere declaración judicial, la que será hecha a petición 
de parte. La declaración se hará por el Tribunal Colegiado de Apelación, en la resolución que declare desierto el 
recurso. Si la sentencia no fuere recurrida, previa certi�cación de esta circunstancia por la  Secretaría, la 
declaración la hará el tribunal que la haya pronunciado, y, en caso de desistimiento, será hecha por el tribunal 
ante el que se haya hecho valer.

...
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Artículo 33. Son competentes para conocer del juicio de amparo:

I. La Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

II. Los tribunales colegiados de circuito;

III. Los tribunales unitarios de circuito;

IV. Los juzgados de distrito; y 

V. Los órganos jurisdiccionales de los poderes judiciales de los Estados y del Distrito Federal, en los casos 
previstos por esta Ley.

Artículo 35. Los juzgados de distrito y los tribunales unitarios de circuito son competentes para conocer del 
juicio de amparo indirecto.

También lo serán las autoridades del orden común cuando actúen en auxilio de los órganos jurisdiccionales de 
amparo.

Artículo 36. Los tribunales unitarios de circuito sólo conocerán de los juicios de amparo indirecto promovi-
dos contra actos de otros tribunales de la misma naturaleza. Será competente otro tribunal del mismo circuito, 
si lo hubiera, o el más próximo a la residencia de aquél que haya emitido el acto reclamado.

Artículo 40. El pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrán ejercer, de manera o�ciosa 
o a solicitud del Fiscal General de la República la facultad de atracción para conocer de un amparo directo que 
corresponda resolver a los tribunales colegiados de circuito, cuando por su interés y trascendencia lo ameriten, 
de conformidad con el siguiente procedimiento: 

I. Planteado el caso por cualquiera de los ministros, o en su caso hecha la solicitud por el Fiscal General de la 
República, el pleno o la sala acordará si procede solicitar los autos al tribunal colegiado de circuito, en cuyo 
caso, previa suspensión del procedimiento, éste los remitirá dentro del plazo de tres días siguientes a la 
recepción de la solicitud;

II. Recibidos los autos se turnará el asunto al ministro que corresponda, para que dentro del plazo de quince 
días formule dictamen a efecto de resolver si se ejerce o no dicha facultad; y 

III. Transcurrido el plazo anterior, el dictamen será discutido por el tribunal pleno o por la sala dentro de los tres 
días siguientes. 

Si el pleno o la sala decide ejercer la facultad de atracción se avocará al conocimiento; en caso contrario, 
devolverá los autos al tribunal de origen.

Artículo 47. Cuando se presente una demanda de amparo ante un juez de distrito o ante un tribunal unitario 
de circuito, en la que se reclamen actos que estimen sean materia de amparo directo, declararán carecer de 
competencia y de inmediato remitirán la demanda y sus anexos al tribunal colegiado de circuito que 
corresponda.

El presidente del tribunal decidirá, sin trámite alguno, si acepta o no la competencia. En el primer caso, 
mandará tramitar el expediente y señalará al quejoso un plazo de cinco días para la presentación de las copias, 
noti�cará a la autoridad responsable para que en su caso, provea respecto a la suspensión del acto reclamado 
y le otorgará un plazo de diez días para que rinda el informe correspondiente. En el caso que decida no aceptar 
la competencia, remitirá los autos al juzgado o tribunal que estime competente, sin perjuicio de las cuestiones 
de competencia que pudieran suscitarse entre jueces de distrito o tribunales unitarios de circuito.

Si la competencia del tribunal colegiado de circuito aparece del informe justi�cado de la autoridad responsa-
ble, el juez de distrito o tribunal unitario de circuito se declarará incompetente conforme a este artículo, 
remitirá los autos al tribunal colegiado de circuito que estime competente para el efecto previsto en el párrafo 
anterior y lo comunicará a la autoridad responsable para que ésta en su caso, continúe lo relativo a la suspen-
sión del acto reclamado conforme a lo establecido en esta Ley.

Artículo 48. Cuando se presente una demanda de amparo ante juez de distrito o tribunal unitario de circuito 
y estimen carecer de competencia, la remitirán de plano, con sus anexos, al juez o tribunal competente, sin 
decidir sobre la admisión ni sobre la suspensión del acto reclamado, salvo que se trate de actos que importen 
peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, 
deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de 
los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la 
incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales.

Recibida la demanda y sus anexos por el órgano requerido, éste decidirá de plano, dentro de las cuarenta y 
ocho horas siguientes, si acepta o no el conocimiento del asunto. Si acepta, comunicará su resolución al 
requirente, previa noti�cación de las partes. En caso contrario, devolverá la demanda al requirente, quien 
deberá resolver dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes si insiste o no en declinar su competencia. Si no 
insiste, se limitará a comunicar su resolución al requerido y se dará por terminado el con�icto competencial. Si 
insiste en declinar su competencia y la cuestión se plantea entre órganos de la jurisdicción de un mismo 
tribunal colegiado de circuito, remitirá los autos al tribunal colegiado de circuito de su jurisdicción, el cual dará 
aviso al requerido para que exponga lo que estime pertinente. 

Si el con�icto competencial se plantea entre órganos que no sean de la jurisdicción de un mismo tribunal 
colegiado de circuito, lo resolverá el que ejerza jurisdicción sobre el requirente, quien remitirá los autos y dará 
aviso al requerido para que exponga lo conducente, debiéndose estar a lo que se dispone en el artículo 
anterior. 

Recibidos los autos y el o�cio relativo, el tribunal colegiado de circuito tramitará el expediente y resolverá 
dentro de los ocho días siguientes quién debe conocer del juicio; comunicará su resolución a los involucrados y 
remitirá los autos al órgano declarado competente. 

Admitida la demanda de amparo indirecto ningún órgano jurisdiccional podrá declararse incompetente para 
conocer del juicio antes de resolver sobre la suspensión de�nitiva.

Artículo 49. Cuando el juez de distrito o el tribunal unitario de circuito ante el cual se hubiese promovido un 
juicio de amparo tenga información de que otro está conociendo de un juicio diverso promovido por el mismo 
quejoso, contra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado, aunque los conceptos de violación 
sean distintos, lo comunicará de inmediato por o�cio a dicho órgano, y anexará la certi�cación del día y hora 
de presentación de la demanda, así como, en su caso, del auto dictado como primera actuación en el juicio.

Recibido el o�cio, el órgano resolverá dentro de las veinticuatro horas siguientes si se trata del mismo asunto 
y si le corresponde su conocimiento, y comunicará lo anterior al o�ciante. Si reconoce la competencia de éste, 
le remitirá los autos relativos. 

En caso de con�icto competencial, se estará a lo dispuesto en el artículo 48 de esta Ley.

Cuando se resuelva que se trata de un mismo asunto, se continuará el juicio promovido ante el juez de distrito 
o tribunal unitario de circuito que haya resultado competente y se deberá sobreseer en el otro juicio.

Artículo 50. Cuando alguna de las partes estime que un juez de distrito o tribunal unitario de circuito está 
conociendo de un juicio de amparo que debe tramitarse como directo, podrá ocurrir ante el tribunal colegiado 
de circuito que estime competente y exhibir copia de la demanda y de las constancias conducentes.

El presidente del tribunal colegiado pedirá informe al juez de distrito o tribunal unitario de circuito, que 
deberá rendirse en el plazo de veinticuatro horas, y resolverá dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes.

Artículo 54. Conocerán de las excusas y recusaciones:

I. El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los asuntos de su competencia; 

II. La sala correspondiente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los asuntos de su competencia, así 
como en el supuesto del artículo 56 de esta Ley; y

III. Los tribunales colegiados de circuito:

a) De uno de sus magistrados; 

b) De dos o más magistrados de otro tribunal colegiado de circuito;

c) De los jueces de distrito, los titulares de los tribunales unitarios y demás autoridades que conozcan 
de los juicios de amparo, que se encuentren en su circuito.

Artículo 55. Los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación manifestarán estar impedidos ante el 
tribunal pleno o ante la sala que conozca del asunto de que se trate.

Los magistrados de circuito y los jueces de distrito manifestarán su impedimento y lo comunicarán al tribunal 
colegiado de circuito que corresponda.

Las excusas se cali�carán de plano.

Artículo 57. Cuando uno de los integrantes de un tribunal colegiado de circuito se excuse o sea recusado, los 
restantes resolverán lo conducente.

En caso de empate, la resolución corresponderá al tribunal colegiado de circuito siguiente en orden del mismo 
circuito y especialidad y, de no haberlos, al del circuito más cercano.
Cuando la excusa o recusación se re�era a más de un magistrado, la resolución se hará en términos del párrafo 
anterior. 

Si sólo es fundada la excusa o recusación de uno de los magistrados, el asunto se devolverá al tribunal de 
origen para que resuelva. Si fueren dos o más los magistrados que resulten impedidos, el propio tribunal que 
así lo decidió resolverá el asunto principal.

Artículo 58. Cuando se declare impedido a un juez de distrito o magistrado de tribunal unitario de 
circuito, conocerá del asunto otro del mismo distrito o circuito, según corresponda y, en su caso, especializa-
ción; en su defecto, conocerá el más próximo perteneciente al mismo circuito.

Artículo 79. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la de�ciencia de los conceptos de 
violación o agravios, en los casos siguientes:

I. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en normas generales que han sido consideradas 
inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los Plenos de 
Circuito. La jurisprudencia de los Plenos de Circuito sólo obligará a suplir la de�ciencia de los conceptos de 
violación o agravios a los juzgados y tribunales del circuito correspondientes;

II. En favor de los menores o incapaces, o en aquellos casos en que se afecte el orden y desarrollo de la familia; 

III. En materia penal: 

a) En favor del inculpado o sentenciado; y 

b) En favor del ofendido o víctima en los casos en que tenga el carácter de quejoso o adherente;

IV. En materia agraria: 

a) En los casos a que se re�ere la fracción III del artículo 17 de esta Ley; y 

b) En favor de los ejidatarios y comuneros en particular, cuando el acto reclamado afecte sus bienes o derechos 
agrarios. 

En estos casos deberá suplirse la de�ciencia de la queja y la de exposiciones, comparecencias y alegatos, así 
como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios;

V. En materia laboral, en favor del trabajador, con independencia de que la relación entre empleador y emplea-
do esté regulada por el derecho laboral o por el derecho administrativo; 

VI. En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una 
violación evidente de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 1o 
de esta Ley. En este caso la suplencia sólo operará en lo que se re�ere a la controversia en el amparo, sin poder 
afectar situaciones procesales resueltas en el procedimiento en el que se dictó la resolución reclamada; y 

VII. En cualquier materia, en favor de quienes por sus condiciones de pobreza o marginación se encuentren en 
clara desventaja social para su defensa en el juicio. 

En los casos de las fracciones I, II, III, IV, V y VII de este artículo la suplencia se dará aún ante la ausencia de 
conceptos de violación o agravios. En estos casos solo se expresará en las sentencias cuando la suplencia derive 
de un bene�cio.

La suplencia de la queja por violaciones procesales o formales sólo podrá operar cuando se advierta que en el 
acto reclamado no existe algún vicio de fondo.

(NO TIENE CORRESPONDENCIA EN LA LEY)

Artículo 81. Procede el recurso de revisión:

I. En amparo indirecto, en contra de las resoluciones siguientes: 

a) Las que concedan o nieguen la suspensión de�nitiva; en su caso, deberán impugnarse los acuerdos pronun-
ciados en la audiencia incidental; 

b) Las que modi�quen o revoquen el acuerdo en que se conceda o niegue la suspensión de�nitiva, o las que 
nieguen la revocación o modi�cación de esos autos; en su caso, deberán impugnarse los acuerdos pronuncia-
dos en la audiencia correspondiente; 

c) Las que decidan el incidente de reposición de constancias de autos; 

d) Las que declaren el sobreseimiento fuera de la audiencia constitucional; y 

e) Las sentencias dictadas en la audiencia constitucional; en su caso, deberán impugnarse los acuerdos 
pronunciados en la propia audiencia.

II. En amparo directo, en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas genera-
les que establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que 
�jen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en cumplimiento de acuerdos generales del pleno.

La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin 
poder comprender otras.

Artículo 85. Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación estime que un amparo en revisión, por 
sus características especiales deba ser de su conocimiento, lo atraerá o�ciosamente conforme al 
procedimiento establecido en el artículo 40 de esta Ley.

El tribunal colegiado del conocimiento podrá solicitar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación que 
ejercite la facultad de atracción, para lo cual expresará las razones en que funde su petición y remitirá 
los autos originales a ésta, quien dentro de los treinta días siguientes al recibo de los autos originales, 
resolverá si ejercita la facultad de atracción, procediendo en consecuencia en los términos del párrafo 
anterior.

Artículo 91. El presidente del órgano jurisdiccional, según corresponda, dentro de los tres siguientes días a su 
recepción cali�cará la procedencia del recurso y lo admitirá o desechará. 

Artículo 102. En los casos de resoluciones dictadas durante la tramitación del amparo indirecto que por su 
naturaleza trascendental y grave puedan causar un perjuicio no reparable a alguna de las partes, con la 
interposición de la queja el juez de distrito o tribunal unitario de circuito está facultado para suspender el 
procedimiento, hecha excepción del incidente de suspensión, siempre que a su juicio estime que la resolución 
que se dicte en ella pueda in�uir en la sentencia, o cuando de resolverse en lo principal, se hagan nugatorios 
los derechos que pudiera hacer valer el recurrente en el acto de la audiencia.

Artículo 104. El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos de trámite dictados por el presidente 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o por los presidentes de sus salas o de los tribunales colegiados de 
circuito. 

Dicho recurso se podrá interponer por cualquiera de las partes, por escrito, en el que se expresan agravios, dentro 
del término de tres días siguientes al en que surta sus efectos la noti�cación de la resolución impugnada. 

Artículo 118. En los casos en que el quejoso impugne la aplicación por parte de la autoridad responsable de 
normas generales consideradas inconstitucionales por la jurisprudencia decretada por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación o por los Plenos de Circuito, el informe con justi�cación se reducirá a tres días improrro-
gables, y la celebración de la audiencia se señalará dentro de diez días contados desde el siguiente al de la 
admisión de la demanda.

Artículo 192. Las ejecutorias de amparo deben ser puntualmente cumplidas. Al efecto, cuando cause ejecuto-
ria la sentencia en que se haya concedido el amparo, o se reciba testimonio de la dictada en revisión, el juez de 
distrito o el tribunal unitario de circuito, si se trata de amparo indirecto, o el tribunal colegiado de circuito, 
tratándose de amparo directo, la noti�carán sin demora a las partes.

En la noti�cación que se haga a la autoridad responsable se le requerirá para que cumpla con la ejecutoria 
dentro del plazo de tres días, apercibida que de no hacerlo así sin causa justi�cada, se impondrá a su titular una 
multa que se determinará desde luego y que, asimismo, se remitirá el expediente al tribunal colegiado de 
circuito o a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según el caso, para seguir el trámite de inejecución, que 
puede culminar con la separación de su puesto y su consignación. 

Al ordenar la noti�cación y requerimiento a la autoridad responsable, el órgano judicial de amparo también 
ordenará noti�car y requerir al superior jerárquico de aquélla, en su caso, para que le ordene cumplir con la 
ejecutoria, bajo el apercibimiento que de no demostrar que dio la orden, se le impondrá a su titular una multa 
en los términos señalados en esta Ley, además de que incurrirá en las mismas responsabilidades de la 
autoridad responsable. El Presidente de la República no podrá ser considerado autoridad responsable o 
superior jerárquico. 

El órgano judicial de amparo, al hacer los requerimientos, podrá ampliar el plazo de cumplimiento tomando 
en cuenta su complejidad o di�cultad debiendo �jar un plazo razonable y estrictamente determinado. 
Asimismo, en casos urgentes y de notorio perjuicio para el quejoso, ordenará el cumplimiento inmediato por 
los medios o�ciales de que disponga. 

Artículo 193. Si la ejecutoria no quedó cumplida en el plazo �jado y se trata de amparo indirecto, el órgano 
judicial de amparo hará el pronunciamiento respectivo, impondrá las multas que procedan y remitirá los autos 
al tribunal colegiado de circuito, lo cual será noti�cado a la autoridad responsable y, en su caso, a su superior 
jerárquico, cuyos titulares seguirán teniendo responsabilidad aunque dejen el cargo.

Se considerará incumplimiento el retraso por medio de evasivas o procedimientos ilegales de la autoridad 
responsable, o de cualquiera otra que intervenga en el trámite relativo. 

En cambio, si la autoridad demuestra que la ejecutoria está en vías de cumplimiento o justi�ca la causa del 
retraso, el órgano judicial de amparo podrá ampliar el plazo por una sola vez, subsistiendo los apercibimientos 
efectuados. El incumplimiento ameritará las providencias especi�cadas en el primer párrafo. 

En el supuesto de que sea necesario precisar, de�nir o concretar la forma o términos del cumplimiento de la 
ejecutoria, cualquiera de los órganos judiciales competentes podrá ordenar, de o�cio o a petición de parte, que 
se abra un incidente para tal efecto.

Al remitir los autos al tribunal colegiado de circuito, el juez de distrito o el tribunal unitario de circuito 
formará un expedientillo con las copias certi�cadas necesarias para seguir procurando el cumplimiento de
la ejecutoria.

El tribunal colegiado de circuito noti�cará a las partes la radicación de los autos, revisará el trámite del a quo y 
dictará la resolución que corresponda; si reitera que hay incumplimiento remitirá los autos a la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación con un proyecto de separación del cargo del titular de la autoridad responsable y, en su 
caso, del de su superior jerárquico, lo cual será noti�cado a éstos. 

Si la ejecutoria de amparo no quedó cumplida en el plazo �jado y se trata de amparo directo, el tribunal 
colegiado de circuito seguirá, en lo conducente y aplicable, lo establecido en los párrafos anteriores. Llegado 
el caso, remitirá los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación con proyecto de separación del cargo de 
los titulares de la autoridad responsable y su superior jerárquico.

Artículo 203. El órgano jurisdiccional, sin decidir sobre la admisión del recurso de inconformidad, remitirá el 
original del escrito, así como los autos del juicio a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual resolve-
rá allegándose los elementos que estime convenientes.

Artículo 205. El cumplimiento sustituto podrá ser solicitado por cualquiera de las partes o decretado de o�cio 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los casos en que:

I. La ejecución de la sentencia afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción a los bene�cios que 
pudiera obtener el quejoso; o 

II. Por las circunstancias materiales del caso, sea imposible o desproporcionadamente gravoso restituir las 
cosas a la situación que guardaban con anterioridad al juicio.

La solicitud podrá presentarse, según corresponda, ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación o por 
conducto del órgano jurisdiccional a partir del momento en que cause ejecutoria la sentencia.

El cumplimiento sustituto se tramitará incidentalmente en los términos de los artículos 66 y 67 de esta Ley.

Declarado procedente, el órgano jurisdiccional de amparo determinará la forma y cuantía de la restitu-
ción.

Independientemente de lo establecido en los párrafos anteriores, el quejoso y la autoridad responsable 
pueden celebrar convenio a través del cual se tenga por cumplida la ejecutoria. Del convenio se dará aviso al 
órgano judicial de amparo; éste, una vez que se le compruebe que los términos del convenio fueron cumplidos, 
mandará archivar el expediente.

Artículo 207. El incidente se promoverá ante el juez de distrito o el tribunal unitario de circuito, si se trata de 
la suspensión concedida en amparo indirecto, y ante el presidente del tribunal colegiado de circuito si la 
suspensión fue concedida en amparo directo.

Artículo 215. La jurisprudencia se establece por reiteración de criterios, por contradicción de tesis y por 
sustitución.

Artículo 216. La jurisprudencia por reiteración se establece por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
funcionando en pleno o en salas, o por los tribunales colegiados de circuito.

La jurisprudencia por contradicción se establece por el pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y por los Plenos de Circuito.

Artículo 217. La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en 
pleno o en salas, es obligatoria para éstas tratándose de la que decrete el pleno, y además para los 
Plenos de Circuito, los tribunales colegiados y unitarios de circuito, los juzgados de distrito, tribunales 
militares y judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Federal, y tribunales administrati-
vos y del trabajo, locales o federales.

La jurisprudencia que establezcan los Plenos de Circuito es obligatoria para los tribunales colegiados y 
unitarios de circuito, los juzgados de distrito, tribunales militares y judiciales del orden común de las 
entidades federativas y tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales que se ubiquen 
dentro del circuito correspondiente.

La jurisprudencia que establezcan los tribunales colegiados de circuito es obligatoria para los 
órganos mencionados en el párrafo anterior, con excepción de los Plenos de Circuito y de los demás 
tribunales colegiados de circuito.

La jurisprudencia en ningún caso tendrá efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna.

Artículo 218. Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Plenos de Circuito o los tribunales colegia-
dos de circuito establezcan un criterio relevante, se elaborará la tesis respectiva, la cual deberá contener:

I. El título que identi�que el tema que se trata;

II. El subtítulo que señale sintéticamente el criterio que se sustenta;

III. Las consideraciones interpretativas mediante las cuales el órgano jurisdiccional haya establecido 
el criterio;

IV. Cuando el criterio se re�era a la interpretación de una norma, la identi�cación de ésta; y

V. Los datos de identi�cación del asunto, el número de tesis, el órgano jurisdiccional que la dictó y las votacio-
nes emitidas al aprobar el asunto y, en su caso, en relación con el criterio sustentado en 
la tesis.

Además de los elementos señalados en las fracciones I, II, III y IV de este artículo, la jurisprudencia emitida 
por contradicción o sustitución deberá contener, según sea el caso, los datos de identi�cación de las tesis que 
contiendan en la contradicción o de la tesis que resulte sustituida, el órgano que las emitió, así como la 
votación emitida durante las sesiones en que tales contradicciones o sustituciones se resuelvan.

Artículo 219. El pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Plenos de Circuito o los 
tribunales colegiados de circuito deberán remitir las tesis en el plazo de quince días a la dependencia de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación encargada del Semanario Judicial de la Federación, para su publicación.

Artículo 220. En el Semanario Judicial de la Federación se publicarán las tesis que se reciban y se distribuirá en 
forma e�ciente para facilitar su conocimiento.

Igualmente se publicarán las resoluciones necesarias para constituir, interrumpir o sustituir la jurisprudencia 
y los votos particulares. También se publicarán las resoluciones que los órganos jurisdiccionales competentes 
estimen pertinentes.

Artículo 221. Cuando las partes invoquen tesis de jurisprudencia o precedentes expresarán los datos de 
identi�cación y publicación. De no haber sido publicadas, bastará que se acompañen copias certi�ca-
das de las resoluciones correspondientes.

CAPÍTULO II
Jurisprudencia por Reiteración de Criterios

Artículo 222. La jurisprudencia por reiteración del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
se establece cuando se sustente un mismo criterio en cinco sentencias no interrumpidas por otra en 
contrario, resueltas en diferentes sesiones, por una mayoría de cuando menos ocho votos.

Artículo 223. La jurisprudencia por reiteración de las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
se establece cuando se sustente un mismo criterio en cinco sentencias no interrumpidas por otra en 
contrario, resueltas en diferentes sesiones, por una mayoría de cuando menos cuatro votos.

Artículo 224. Para el establecimiento de la jurisprudencia de los tribunales colegiados de circuito 
deberán observarse los requisitos señalados en este Capítulo, salvo el de la votación, que deberá ser 
unánime.

CAPÍTULO III
Jurisprudencia por Contradicción de Tesis

Artículo 225. La jurisprudencia por contradicción se establece al dilucidar los criterios discrepantes sostenidos 
entre las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, entre los Plenos de Circuito o entre los tribunales 
colegiados de circuito, en los asuntos de su competencia.

Artículo 226. Las contradicciones de tesis serán resueltas por:

I. El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuando deban dilucidarse las tesis contradictorias 
sostenidas entre sus salas;

II. El pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según la materia, cuando deban dilucidarse 
las tesis contradictorias sostenidas entre los Plenos de Circuito de distintos Circuitos, entre los Plenos 
de Circuito en materia especializada de un mismo Circuito, o sus tribunales de diversa especialidad, 
así como entre los tribunales colegiados de diferente circuito; y

III. Los Plenos de Circuito cuando deban dilucidarse las tesis contradictorias sostenidas entre los tribuna-
les colegiados del circuito correspondiente.

Al resolverse una contradicción de tesis, el órgano correspondiente podrá acoger uno de los criterios 
discrepantes, sustentar uno diverso, declararla inexistente, o sin materia. En todo caso, la decisión se determi-
nará por la mayoría de los magistrados que los integran.

La resolución que decida la contradicción de tesis no afectará las situaciones jurídicas concretas de los juicios 
en los cuales se hayan dictado las sentencias que sustentaron las tesis contradictorias.

Artículo 227. La legitimación para denunciar las contradicciones de tesis se ajustará a las siguientes reglas:

I. Las contradicciones a que se re�ere la fracción I del artículo anterior podrán ser denunciadas ante el Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación por los Ministros, los Plenos de Circuito, los Tribunales Colegiados 
de Circuito y sus integrantes, los Magistrados de los Tribunales Unitarios de Circuito, los Jueces de Distrito, 
el Fiscal General de la República, o las partes en los asuntos que las motivaron. 

II. Las contradicciones a que se re�ere la fracción II del artículo anterior podrán ser denunciadas ante la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación por los Ministros, los Plenos de Circuito o los Tribunales Colegiados de 
Circuito y sus integrantes, que hayan sustentado las tesis discrepantes, el Fiscal General de la República, los 
Magistrados de Tribunal Unitario de Circuito, los Jueces de Distrito, o las partes en los asuntos que las 
motivaron. 

III. Las contradicciones a que se re�ere la fracción III del artículo anterior, podrán ser denunciadas ante los 
Plenos de circuito por el Fiscal General de la República, los mencionados Tribunales y sus integrantes, los 
Magistrados de Tribunal Unitario de Circuito, los Jueces de Distrito o las partes en los asuntos que las 
motivaron.

CAPÍTULO IV
Interrupción de la Jurisprudencia

Artículo 228. La jurisprudencia se interrumpe y deja de tener carácter obligatorio cuando se pronuncie 
sentencia en contrario. En estos casos, en la ejecutoria respectiva deberán expresarse las razones en 
que se apoye la interrupción, las que se referirán a las consideraciones que se tuvieron para estable-
cer la jurisprudencia relativa.

CAPÍTULO V
Jurisprudencia por sustitución

Artículo 230. La jurisprudencia que por reiteración o contradicción establezcan el pleno o las salas de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como los Plenos de Circuito, podrá ser sustituida confor-
me a las siguientes reglas:

I. Cualquier tribunal colegiado de circuito, previa petición de alguno de sus magistrados, con motivo 
de un caso concreto una vez resuelto, podrán solicitar al Pleno de Circuito al que pertenezcan que 
sustituya la jurisprudencia que por contradicción haya establecido, para lo cual expresarán las 
razones por las cuales se estima debe hacerse.

Para que los Plenos de Circuito sustituyan la jurisprudencia se requerirá de las dos terceras partes de 
los magistrados que lo integran.

II. Cualquiera de los Plenos de Circuito, previa petición de alguno de los magistrados de los tribunales 
colegiados de su circuito y con motivo de un caso concreto una vez resuelto, podrán solicitar al pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, o a la sala correspondiente, que sustituya la jurispruden-
cia que hayan establecido, para lo cual expresarán las razones por las cuales se estima debe hacerse. 
La solicitud que, en su caso, enviarían los Plenos de Circuito al pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, o a la sala correspondiente, debe ser aprobada por
la mayoría de sus integrantes.

III. Cualquiera de las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, previa petición de alguno de 
los ministros que las integran, y sólo con motivo de un caso concreto una vez resuelto, podrán solicitar 
al pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que sustituya la jurisprudencia que haya 
establecido, para lo cual expresarán las razones por las cuales se estima debe hacerse. La solicitud 
que, en su caso, enviaría la sala correspondiente al pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
deberá ser aprobada por la mayoría de sus integrantes.

Para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación sustituya la jurisprudencia en términos de las 
fracciones II y III del presente artículo, se requerirá mayoría de cuando menos ocho votos en pleno y 
cuatro en sala.

Cuando se resuelva sustituir la jurisprudencia, dicha resolución no afectará las situaciones jurídicas 
concretas derivadas de los juicios en los que se hayan dictado las sentencias que la integraron, ni la 
que se resolvió en el caso concreto que haya motivado la solicitud. Esta resolución se publicará y 
distribuirá en los términos establecidos en esta Ley.

Artículo 231. Cuando las salas o el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los juicios de amparo 
indirecto en revisión, resuelvan la inconstitucionalidad de una norma general por segunda ocasión consecu-
tiva, en una o en distintas sesiones, el presidente de la sala respectiva o de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación lo informará a la autoridad emisora de la norma.

Lo dispuesto en el presente Capítulo no será aplicable a normas en materia tributaria.

Artículo 232. Cuando el pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los juicios de amparo 
indirecto en revisión, establezcan jurisprudencia por reiteración, en la cual se determine la inconstituciona-
lidad de la misma norma general, se procederá a la noti�cación a que se re�ere el tercer párrafo de la fracción 
II del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Una vez que se hubiere noti�cado al órgano emisor de la norma y transcurrido el plazo de 90 días naturales sin 
que se modi�que o derogue la norma declarada inconstitucional, el pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación emitirá la declaratoria general de inconstitucionalidad correspondiente siempre que hubiera sido 
aprobada por mayoría de cuando menos ocho votos. 

Cuando el órgano emisor de la norma sea el órgano legislativo federal o local, el plazo referido en el párrafo 
anterior se computará dentro de los días útiles de los periodos ordinarios de sesiones determinados en la 
Constitución Federal, en el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, o en la Constitución Local, según 
corresponda.

Artículo 233. Los plenos de circuito, conforme a los acuerdos generales que emita la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, podrán solicitar a ésta, por mayoría de sus integrantes, que inicie el procedimiento de declaratoria 
general de inconstitucionalidad cuando dentro de su circuito se haya emitido jurisprudencia derivada de 
amparos indirectos en revisión en la que se declare la inconstitucionalidad de una norma general.

Artículo 234. La declaratoria en ningún caso podrá modi�car el sentido de la jurisprudencia que le da origen, 
será obligatoria, tendrá efectos generales y establecerá:

I. La fecha a partir de la cual surtirá sus efectos; y 

II. Los alcances y las condiciones de la declaratoria de inconstitucionalidad. 

Los efectos de estas declaratorias no serán retroactivos salvo en materia penal, en términos del párrafo 
primero del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 248. Se impondrá multa de cincuenta a quinientos días a quien para dar competencia a un juez de 
distrito o tribunal unitario de circuito, de mala fe designe como autoridad ejecutora a quien no lo sea, 
siempre que no se reclamen actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal 
fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, 
desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales.

Artículo 249. En los casos a que se re�ere el artículo 49 de esta Ley, si el juez de distrito o tribunal unitario de 
circuito no encontraren motivo fundado para la promoción de dos o más juicios de amparo contra el mismo 
acto reclamado, impondrá al o los infractores multa de cincuenta a quinientos días, salvo que se trate de los 
casos mencionados en el artículo 15 de esta Ley.

Artículo 33. ...

I. ...

II. ...

III. Los tribunales colegiados de apelación;

IV. ...

V. ...

Artículo 35.  Los juzgados de distrito y los tribunales colegiados de apelación son competentes para 
conocer del juicio de amparo indirecto.

...

Artículo 36.  Los tribunales colegiados de apelación sólo conocerán de los juicios de amparo indirecto 
promovidos contra actos de otros tribunales de la misma naturaleza. Será competente otro tribunal del 
mismo circuito, si lo hubiera, o el más próximo a la residencia de aquél que haya emitido el acto reclamado.

Artículo 40. El Pleno o las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrán ejercer, de manera o�ciosa 
o a solicitud de la persona titular de la Fiscalía General de la República la facultad de atracción para conocer 
de un amparo directo que corresponda resolver a los tribunales colegiados de circuito, cuando por su interés y 
trascendencia lo ameriten, de conformidad con el siguiente procedimiento:

I. Planteado el caso por cualquiera de las ministras o los ministros, o en su caso hecha la solicitud de la 
persona titular de la Fiscalía General de la República, el pleno o la sala acordará si procede solicitar los autos 
al tribunal colegiado de circuito, en cuyo caso, previa suspensión del procedimiento, éste los remitirá dentro 
del plazo de tres días siguientes a la recepción de la solicitud;

II. ...

III. ...

...

Artículo 47. Cuando se presente una demanda de amparo ante una jueza o un juez de distrito o ante un 
tribunal colegiado de apelación, en la que se reclamen actos que estimen sean materia de amparo directo, 
declararán carecer de competencia y de inmediato remitirán la demanda y sus anexos al tribunal colegiado de 
circuito que corresponda.

La presidenta o el presidente del tribunal decidirá, sin trámite alguno, si acepta o no la competencia. En el 
primer caso, mandará tramitar el expediente y señalará a la quejosa o al quejoso un plazo de cinco días para 
la presentación de las copias, noti�cará a la autoridad responsable para que, en su caso, provea respecto a la 
suspensión del acto reclamado y le otorgará un plazo de diez días para que rinda el informe correspondiente. 
En el caso que decida no aceptar la competencia, remitirá los autos al juzgado o tribunal que estime 
competente, sin perjuicio de las cuestiones de competencia que pudieran suscitarse entre juezas o jueces de 
distrito o tribunales colegiados de apelación.

Si la competencia del tribunal colegiado de circuito aparece del informe justi�cado de la autoridad responsa-
ble, la jueza o el juez de distrito o el tribunal colegiado de apelación se declarará incompetente conforme 
a este artículo, remitirá los autos al tribunal colegiado de circuito que estime competente para el  efecto 
previsto en el párrafo anterior y lo comunicará a la autoridad responsable para que ésta, en su caso, continúe 
lo relativo a la suspensión del acto reclamado conforme a lo establecido en esta Ley.

Artículo 48. Cuando se presente una demanda de amparo ante jueza o juez de distrito o tribunal colegiado 
de apelación y estimen carecer de competencia, la remitirán de plano, con sus anexos, a la jueza,  juez o 
tribunal competente, sin decidir sobre la admisión ni sobre la suspensión del acto reclamado, salvo que se 
trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedi-
miento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada 
de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales.

...

...

...

...

Artículo 49.  Cuando la jueza o el juez de distrito o el tribunal colegiado de apelación ante el  cual se 
hubiese promovido un juicio de amparo tenga información de que otro está conociendo de un juicio diverso 
promovido por la misma quejosa o quejoso, contra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado, 
aunque los conceptos de violación sean distintos, lo comunicará de inmediato por o�cio a dicho órgano, y 
anexará la certi�cación del día y hora de presentación de la demanda, así como, en su caso, del auto dictado 
como primera actuación en el juicio.

...

...

Cuando se resuelva que se trata de un mismo asunto, se continuará el juicio promovido ante la jueza o el juez 
de distrito o tribunal colegiado de apelación que haya resultado competente y se deberá sobreseer en el 
otro juicio.

Artículo 50. Cuando alguna de las partes estime que una jueza o un juez de distrito o tribunal colegiado de 
apelación está conociendo de un juicio de amparo que debe tramitarse como directo, podrá ocurrir ante el 
tribunal colegiado de circuito que estime competente y exhibir copia de la demanda y de las constancias 
conducentes.

La presidenta o el presidente del tribunal colegiado pedirá informe a la jueza o juez de distrito o tribunal 
colegiado de apelación, que deberá rendirse en el plazo de veinticuatro horas, y resolverá dentro de las 
cuarenta y ocho horas siguientes.

Artículo 54. ...

I. ...

II. ...

III. ...

a) ...

b) ...

c) De las juezas o jueces de distrito, que se encuentren en su circuito.

(SE ADICIONA) IV. Los tribunales colegiados de apelación:

a) De una de sus magistradas o magistrados;

b) De dos o más magistradas o magistrados de otro tribunal colegiado de apelación.

Artículo 55. ...

Las magistradas o los magistrados de circuito y las juezas o los jueces de distrito manifestarán su impedi-
mento y lo comunicarán al tribunal que corresponda.

...

Artículo 57. Cuando uno de los integrantes de un tribunal colegiado de circuito o de un tribunal colegiado 
de apelación, se excuse o sea recusado, los restantes resolverán lo conducente.

En caso de empate, la resolución corresponderá al tribunal colegiado de circuito siguiente en orden del mismo 
circuito y especialidad y, de no haberlos, al del circuito más cercano. El mismo procedimiento se seguirá 
tratándose de empate en tribunales colegiados de apelación.

...

Artículo 58. Cuando se declare impedida a una jueza o un juez de distrito, conocerá del asunto otra u otro 
adscrito, al mismo circuito, según corresponda y, en su caso, especialización; en su defecto, conocerá el más 
próximo perteneciente al mismo circuito.

Artículo 79. ...

I. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en normas generales que han sido declaradas 
inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los plenos regiona-
les. La jurisprudencia de los plenos regionales sólo obligará a suplir la de�ciencia de los conceptos de 
violación o agravios a los juzgados y tribunales de la región correspondientes;

II...

III...

a) ...

b) ...

IV...

a) ...

b) ...

...

V ...

VI ...

VII ...

...

...
(SE ADICIONA) Artículo 80 Bis. La Suprema Corte de Justicia de la Nación de o�cio o a petición 
fundada del tribunal colegiado que conozca del asunto, de la persona titular de la Fiscalía General de 
la República, del Ministerio Público de la Federación que sea parte, o de la persona titular del Poder 
Ejecutivo Federal, por conducto de la o del titular de la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal, 
podrá atraer cualquiera de los recursos a los que se re�ere esta Ley cuando su interés y trascendencia 
lo ameriten

Artículo 81. ...

I ...

a) ...

b) ...

c) ... 

d) ...

e) ...

II. En amparo directo, en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas genera-
les que establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que a juicio de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación el asunto revista un interés excepcional en materia 
constitucional o de derechos humanos. La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestio-
nes propiamente constitucionales sin poder comprender otras.

Se deroga.

Artículo 85. Se deroga.

Artículo 91. ...

(SE ADICIONA) Cuando se trate del recurso de revisión en amparo directo no procederá ningún medio 
de impugnación en contra del auto que deseche el recurso.

Artículo 102. En los casos de resoluciones dictadas durante la tramitación del amparo indirecto que por su 
naturaleza trascendental y grave puedan causar un perjuicio no reparable a alguna de las partes, con la 
interposición de la queja la jueza o el juez de distrito o tribunal colegiado de apelación está facultado para 
suspender el procedimiento, hecha la excepción del incidente de suspensión, siempre que a su juicio estime 
que la resolución que se dicte en ella pueda in�uir en la sentencia, o cuando de resolverse en lo principal, se 
hagan nugatorios los derechos que pudiera hacer valer el recurrente en el acto de la audiencia.

Artículo 104. ...

...

(SE ADICIONA) En contra del acuerdo que deseche el recurso de revisión en amparo directo no procede 
medio de impugnación alguno.

Artículo 118. En los casos en que la quejosa o el quejoso impugne la aplicación por parte de la autoridad 
responsable de normas generales consideradas inconstitucionales por la jurisprudencia decretada por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación o por los plenos regionales, el informe con justi�cación se reducirá a 
tres días improrrogables, y la celebración de la audiencia se señalará dentro de diez días contados desde el 
siguiente al de la admisión de la demanda.

Artículo 192. Las ejecutorias de amparo deben ser puntualmente cumplidas. Al efecto, cuando cause ejecuto-
ria la sentencia en que se haya concedido el amparo, o se reciba testimonio de la dictada en revisión, la jueza 
o el juez de distrito o el tribunal colegiado de apelación, si se trata de amparo indirecto, o el tribunal 
colegiado de circuito, tratándose de amparo directo, la noti�carán sin demora a las partes.

...

...

...

Artículo 193. ...

...

...

...

Al remitir los autos al tribunal colegiado de circuito, la jueza o el juez de distrito o el tribunal colegiado de 
apelación, formará un expedientillo con las copias certi�cadas necesarias para seguir procurando el cumpli-
miento de la ejecutoria.

...

...

Artículo 203. El órgano jurisdiccional, sin decidir sobre la admisión del recurso de inconformidad, remitirá el 
original del escrito, así como los autos del juicio al tribunal colegiado de circuito, el cual resolverá allegán-
dose de los elementos que estime convenientes.

Artículo 205. El cumplimiento sustituto podrá ser solicitado por cualquiera de las partes o decretado de o�cio 
por el órgano jurisdiccional que hubiera emitido la sentencia de amparo, en los casos en que:

I. ...

II. ...

La solicitud podrá presentarse ante el órgano jurisdiccional que hubiera emitido la sentencia de amparo 
a partir del momento que ésta cause ejecutoria.

...

En el incidente, el órgano jurisdiccional que hubiera emitido la sentencia determinará si ha lugar o no al 
cumplimiento sustituto. En caso de resultar favorecida la petición, se abrirá un nuevo incidente para 
cuanti�car el pago de daños y perjuicios.

(SE ADICIONA) Tanto la determinación sobre la procedencia del cumplimiento sustituto como la que 
cuanti�que los daños  y perjuicios serán recurribles mediante el recurso de queja previsto en el 
artículo 97, fracción I, inciso h) de esta Ley, del cual conocerán los tribunales colegiados de circuito.

...

Artículo 207.  El incidente se promoverá ante la jueza o el juez de distrito o el tribunal colegiado de 
apelación, si se trata de la suspensión concedida en amparo indirecto, y ante la presidenta o el presidente 
del tribunal colegiado de circuito si la suspensión fue concedida en amparo directo.

Artículo 215. La jurisprudencia se establece por precedentes obligatorios, por reiteración y por contradic-
ción.

Artículo 216. La jurisprudencia por precedentes obligatorios se establece por la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, funcionando en Pleno o en Salas.

(SE ADICIONA) La jurisprudencia por reiteración se establece por los tribunales colegiados de circuito.

La jurisprudencia por contradicción se establece por el Pleno o las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y por los plenos regionales.

Artículo 217. La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación será obligatoria 
para todas las autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas, con 
excepción de la propia Suprema Corte.

La jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación será obligatoria para sus 
Salas, pero no lo será la de ellas para el Pleno. Ninguna sala estará obligada a seguir la jurispruden-
cia de la otra.

La jurisprudencia que establezcan los plenos regionales es obligatoria para todas las autoridades jurisdic-
cionales de la Federación y de las entidades federativas de su región, salvo para la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y los plenos regionales.

(SE ADICIONA) La jurisprudencia que establezcan los tribunales colegiados de circuito es obligatoria 
para todas las  autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas de su 
circuito, con excepción de la  Suprema Corte de Justicia de la Nación, los plenos regionales y los 
tribunales colegiados de circuito.

...

Artículo 218.  Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los plenos regionales o los tribunales 
colegiados de circuito establezcan un criterio relevante, se elaborará la tesis respectiva en la que se recojan 
las razones de la decisión, esto es, los hechos relevantes, el criterio jurídico que resuelve el problema 
abordado en la sentencia y una síntesis de la justi�cación expuesta por el tribunal para adoptar ese 
criterio.

(SE ADICIONA) De esta manera la tesis deberá contener los siguientes apartados:

I. Rubro: mediante el cual se identi�cará el tema abordado en la tesis;

II. Narración de los hechos: en este apartado se describirán de manera muy breve los hechos relevan-
tes que dieron lugar al criterio adoptado por el tribunal para resolver el caso;

III. Criterio jurídico: en el que se re�ejará la respuesta jurídica adoptada para resolver el problema 
jurídico que se le planteaba al órgano jurisdiccional;

IV. Justi�cación: se expondrán de manera sucinta los argumentos expuestos por el órgano jurisdic-
cional en la sentencia para sostener el criterio jurídico adoptado en la resolución, y

V. Datos de identi�cación del asunto: comprenderán el número de tesis, el órgano jurisdiccional que la dictó 
y las votaciones emitidas al aprobar el asunto y, en su caso, en relación con el criterio sustentado en la tesis.

Además de los elementos señalados en las fracciones anteriores, la jurisprudencia emitida por contradicción 
de criterios deberá contener, según sea el caso, los datos de identi�cación de las tesis que contiendan en la 
contradicción, el órgano que las emitió, así como la votación emitida durante las sesiones en  que tales 
contradicciones se resuelvan.

(SE ADICIONA) Las cuestiones de hecho y de derecho que no sean necesarias para justi�car la decisión, 
en ningún caso deberán incluirse en la tesis.

Artículo 219. El pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los plenos regionales y los 
tribunales colegiados de circuito deberán remitir las tesis a la dependencia de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación encargada del Semanario Judicial de la Federación, para su publicación.

Artículo 220. ...

Igualmente se publicarán las resoluciones necesarias para constituir o interrumpir la jurisprudencia y los votos 
particulares. También se publicarán las resoluciones que los órganos jurisdiccionales competentes estimen 
pertinentes.

Artículo 221. Se deroga.

CAPÍTULO II
Jurisprudencia por Precedentes Obligatorios

Artículo 222. Las razones que justi�quen las decisiones contenidas en las sentencias que dicte el Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constituyen precedentes obligatorios para todas las 
autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas cuando sean tomadas 
por mayoría de ocho  votos. Las cuestiones de hecho o de derecho que no sean necesarias para 
justi�car la decisión no serán obligatorias.

Artículo 223.  Las razones que justi�quen las decisiones contenidas en las sentencias que dicten las 
salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constituyen precedentes obligatorios para todas 
las autoridades  jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas cuando sean 
tomadas por mayoría de cuatro votos. Las cuestiones de hecho o de derecho que no sean necesarias 
para justi�car la decisión no serán obligatorias.

(CAPÍTULO ADICIONADO)
CAPÍTULO III
Jurisprudencia por Reiteración

Artículo 224. La jurisprudencia por reiteración se establece por los tribunales colegiados de circuito 
cuando sustenten, por unanimidad, un mismo criterio en cinco sentencias no interrumpidas por otra 
en contrario. Las cuestiones de hecho o de derecho que no sean necesarias para justi�car la decisión 
no serán obligatorias.

(CAPÍTULO RECORRIDO)
CAPÍTULO IV
Jurisprudencia por Contradicción de Criterios

Artículo 225. La jurisprudencia por contradicción se establece al dilucidar los criterios discrepantes sostenidos 
entre las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, entre los plenos regionales o entre los tribunales 
colegiados de circuito, en los asuntos de su competencia.

Artículo 226. Las contradicciones de criterios serán resueltas por:

I. El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuando deban dilucidarse los criterios contradictorios 
sostenidos entre sus salas;

II. El pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuando deban dilucidarse los criterios 
contradictorios sostenidos entre plenos regionales o entre tribunales colegiados de circuito pertene-
cientes a distintas regiones, y

III. Los plenos regionales cuando deban dilucidarse criterios contradictorios entre los tribunales colegia-
dos de circuito de la región correspondiente.

Al resolverse una contradicción de criterios, el órgano correspondiente podrá acoger uno de los criterios 
discrepantes, sustentar uno diverso, declararla inexistente o sin materia. En todo caso, la decisión se determi-
nará por mayoría.

La resolución que decida la contradicción de criterios, no afectará las situaciones jurídicas concretas de los 
juicios en los cuales se hayan dictado las sentencias que sustentaron los criterios contendientes.

Artículo 227.  La legitimación para denunciar las contradicciones de criterios se ajustará a las siguientes 
reglas:

I. Las contradicciones a que se re�ere la fracción I del artículo anterior podrán ser denunciadas ante el pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por las ministras o los ministros, los plenos regionales, los 
tribunales colegiados de circuito y sus integrantes, las magistradas o los magistrados de los tribunales 
colegiados de apelación, las juezas o los jueces de distrito, el o la Fiscal General de la República, o las partes 
en los asuntos que las motivaron;

II.  Las contradicciones a que se re�ere la fracción II del artículo anterior podrán ser denunciadas ante la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación por las ministras o los ministros, los plenos regionales, o los 
tribunales colegiados de circuito y sus integrantes, que hayan sustentado criterios discrepantes, la o el Fiscal 
General de  la República, las magistradas o los magistrados del tribunal colegiado de apelación, las 
juezas o los jueces de distrito, o las partes en los asuntos que las motivaron, y

III. Las contradicciones a que se re�ere la fracción III del artículo anterior, podrán ser denunciadas ante los 
plenos regionales por la o el Fiscal General de la República, los mencionados tribunales y sus integrantes, 
las magistradas o los magistrados de tribunal colegiado de apelación, las juezas o los jueces de distrito 
o las partes en los asuntos que las motivaron.

(CAPÍTULO RECORRIDO)

CAPÍTULO V
Interrupción de la Jurisprudencia

Artículo 228. Los tribunales no estarán obligados a seguir sus propias jurisprudencias. Sin embargo, 
para que puedan apartarse de ellas deberán proporcionar argumentos su�cientes que justi�quen el 
cambio de criterio. En ese caso, se interrumpirá la jurisprudencia y dejará de tener carácter obligato-
rio.

(SE ADICIONA) Los tribunales de que se trata estarán vinculados por sus propias jurisprudencias en 
los términos antes descritos, incluso cuando éstos se hayan emitido con una integración distinta.

Artículo 230. Se deroga.

Artículo 231. Cuando las salas o el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los juicios de amparo 
indirecto en revisión, resuelvan la inconstitucionalidad de una norma general, el presidente o la presidenta 
de la sala respectiva o de la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá informarlo a la autoridad emisora 
de la norma en un plazo de quince días.

...

Artículo 232. Cuando el pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los juicios de amparo 
indirecto en revisión, establezcan jurisprudencia en la que determinen la inconstitucionalidad de una 
norma general, se procederá a la noti�cación a que se re�ere el tercer párrafo de la fracción II del artículo 107 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

...

...

Artículo 233.  Los plenos regionales, conforme a los acuerdos generales que emita la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, podrán solicitar a ésta, por mayoría de sus integrantes, que inicie el procedimiento de 
declaratoria general de inconstitucionalidad cuando dentro de su región se haya emitido jurisprudencia 
derivada de amparos indirectos en revisión.

Artículo 234. La declaratoria en ningún caso podrá modi�car el sentido de la resolución o jurisprudencia que 
le dio origen, será obligatoria, tendrá efectos generales y establecerá:

I. ...

II. ... 

...

Artículo 248. Se impondrá multa de setenta a setecientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización a quien para dar competencia a una jueza o un juez de distrito o magistradas o magistrados 
del tribunal colegiado de apelación, de mala fe designe como autoridad ejecutora a quien no lo sea, siempre 
que no se reclamen actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de 
procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición 
forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales.

Artículo 249. En los casos a que se re�ere el artículo 49 de esta Ley, si la jueza o el juez de distrito o tribunal 
colegiado de apelación, no encontraren motivo fundado para la promoción de dos o más juicios de amparo 
contra el mismo acto reclamado, impondrá al o los infractores multa de cincuenta a quinientos días, salvo que 
se trate de los casos mencionados en el artículo 15 de esta Ley.

LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE 
LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS



TEXTO ANTERIOR
TEXTO PUBLICADO EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 7 
DE JUNIO DE 2021

Artículo 1. La presente Ley tiene por objeto regular la prestación del servicio de defensoría pública en asuntos 
del fuero federal, a �n de garantizar el derecho a la defensa en materia penal y laboral y el acceso a la justicia 
mediante la orientación, asesoría y representación jurídica en los términos que la misma establece.

Artículo 5. Para ingresar y permanecer como defensor público o asesor jurídico se requiere:

I. Ser ciudadano mexicano en ejercicio de sus derechos políticos y civiles;

II. Ser licenciado en derecho, con cédula profesional expedida por la autoridad competente;

III. Tener como mínimo tres años de experiencia profesional en las materias relacionadas con la prestación de 
sus servicios;

IV. Gozar de buena fama y solvencia moral;

V. Aprobar los exámenes de ingreso y oposición correspondientes;

VI. No haber sido condenado por delito doloso con sanción privativa de libertad mayor de un año, y

VII. En cuanto a la permanencia, no incurrir en de�ciencia técnica mani�esta o reiterada ni incumplir los 
deberes propios del cargo. Esta disposición será aplicable a todos los servidores públicos del servicio civil de 
carrera.

Artículo 8. El servicio civil de carrera para los defensores públicos y asesores jurídicos, comprende la selección, 
ingreso, adscripción, permanencia, promoción, capacitación, prestaciones, estímulos y sanciones. Este 
servicio civil de carrera se regirá por esta Ley, por las disposiciones generales que dicte el Consejo de la 
Judicatura Federal y por las bases generales de organización y funcionamiento del Instituto Federal de 
Defensoría Pública.

Artículo 29. La Junta Directiva tendrá las facultades siguientes:

I. Fijar la política y las acciones relacionadas con la defensoría pública, considerando las opiniones que al 
respecto se le formulen;

II. Promover que las instituciones, organismos y asociaciones públicas y privadas contribuyan a la 
elevación del nivel profesional de los defensores públicos y asesores jurídicos, e igualmente se 
proporcione a la Junta asesoramiento técnico en las áreas o asuntos especí�cos en que ésta lo 
requiera;

III. Propiciar que las diversas instancias públicas y privadas apoyen las modalidades del sistema de libertad 
provisional o de garantía económica de los defendidos que carezcan de recursos económicos su�cientes para 
el pago de la caución que se les �je;

IV. Promover la realización de estudios tendientes a perfeccionar el servicio de defensoría pública;

V. Impulsar la celebración de convenios con los distintos sectores sociales y organismos públicos y privados;

VI. Aprobar los lineamientos para la selección, ingreso y promoción de los defensores públicos y 
asesores jurídicos;

VII. Aprobar las bases generales de organización y funcionamiento del Instituto Federal de Defensoría Pública;

VIII. Aprobar la propuesta de anteproyecto de presupuesto que se someta a la consideración del Consejo de la 
Judicatura Federal;

IX. Aprobar los lineamientos generales para la contratación de abogados particulares en los casos a que se 
re�ere esta Ley, atendiendo los criterios presupuestales y de administración que determine el Consejo de la 
Judicatura Federal;

X. Aprobar el Plan Anual de Capacitación y Estímulos del Instituto Federal de Defensoría Pública;

XI. Examinar y aprobar los informes periódicos que someta a su consideración el Director General, y

XII. Las demás que le otorgue esta Ley y otras disposiciones jurídicas aplicables.

CAPÍTULO VI
Del Plan Anual de Capacitación y Estímulo

Artículo 36. Para el mejor desempeño del personal del Instituto Federal de Defensoría Pública se elaborará un 
Plan Anual de Capacitación y Estímulo, de acuerdo con los criterios siguientes:

I. Se recogerán las orientaciones que proporcione la Junta Directiva del Instituto;

II. Se concederá amplia participación a los defensores públicos y asesores jurídicos en la formulación, 
aplicación y evaluación de los resultados del plan;

III. Se procurará extender la capacitación a los trabajadores sociales y peritos, en lo que corresponda y para 
interrelacionar a todos los profesionales del Instituto Federal de Defensoría Pública y optimar su preparación 
y el servicio que prestan, y

IV. Se preverán estímulos económicos para el personal cuyo desempeño lo amerite.

Artículo 1. La presente Ley tiene por objeto regular la prestación del servicio de defensoría pública en asuntos 
del fuero federal, a �n de garantizar el derecho a la defensa en materia penal, laboral, así como amparo en 
materia familiar u otras materias que determine el Consejo de la Judicatura Federal, y el acceso a la 
justicia mediante la orientación, asesoría y representación jurídica en los términos que la misma establece.

Artículo 5. ...

I. ...

II. ...

III. ...

IV. ...

V.  Aprobar los exámenes de ingreso y oposición correspondientes, que para tal efecto implemente la 
Escuela Federal de Formación Judicial;

VI. ...

VII. ...

Artículo 8. El servicio civil de carrera para las y los defensores públicos y las y los asesores jurídicos, compren-
de la selección, ingreso, adscripción, permanencia, promoción, capacitación, prestaciones, estímulos  y 
sanciones. Este servicio civil de carrera se regirá por esta Ley, por las disposiciones generales que dicte el 
Consejo de la Judicatura Federal y por la normatividad aplicable.

Artículo 29. ...

I. ...

II. Se deroga.

III. ...

IV. Se deroga.

V. ...

VI. Se deroga.

VII. ...

VIII. ...

IX. ...

X. Aprobar el Plan Anual de Estímulos del Instituto Federal de Defensoría Pública;

XI. ... 

XII. ...

CAPÍTULO VI
Del Plan Anual de Capacitación

Artículo 36. Para el mejor desempeño del personal del Instituto Federal de Defensoría Pública, la Escuela 
Federal de Formación Judicial elaborará un Plan Anual de Capacitación, de acuerdo con los criterios 
siguientes:

I. Se recogerán las recomendaciones que proporcione la Junta Directiva del Instituto;

II. ... 

III. ...

 
IV. Se deroga.

(SE ADICIONA) Artículo 36 Bis.  La Escuela Federal de Formación Judicial tendrá las atribuciones 
siguientes:

I. La capacitación de las personas defensoras públicas y las personas asesoras jurídicas del Instituto 
para efectos del servicio de carrera;

II.  Aprobar los lineamientos para la selección, ingreso y promoción de los defensores públicos, 
defensoras públicas y asesores jurídicos o asesoras jurídicas;

III. Llevar a cabo el proceso de selección y oposición para el ingreso al servicio de carrera;

IV. Promover que las instituciones, organismos y asociaciones públicas y privadas contribuyan a la 
elevación del nivel profesional de las y los defensores públicos y las y los asesores jurídicos, e 
igualmente se proporcione a la Junta asesoramiento técnico en las áreas o asuntos especí�cos en que 
ésta lo requiera;

V. Promover la realización de estudios tendientes a perfeccionar el servicio de defensoría pública;

VI. Aprobar y ejecutar el Plan Anual de Capacitación del Instituto Federal de Defensoría Pública, en 
los términos de esta Ley y demás disposiciones aplicables;

VII. Llevar a cabo la capacitación de las personas trabajadoras sociales y peritos, en lo que correspon-
da,  para interrelacionar a todos los profesionales del Instituto Federal de Defensoría Pública, así 
como optimizar su preparación y el servicio que prestan, y

VIII. Las demás que le otorgue esta Ley y otras disposiciones jurídicas aplicables.
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Artículo 152.- Los con�ictos entre el Poder Judicial de la Federación y sus servidores, serán resueltos en única 
instancia por el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Artículo 153.- Para los efectos del artículo anterior, se constituye con carácter permanente, una 
comisión encargada de substanciar los expedientes y de emitir un dictamen, el que pasará al Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para su resolución.

Artículo 154.- La Comisión substanciadora se integrará con un representante de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, nombrado por el Pleno, otro que nombrará el Sindicato de Trabajadores del 
Poder Judicial de la Federación, y un tercero, ajeno a uno y otro, designado de común acuerdo por los 
mismos. Las resoluciones de la comisión se dictarán por mayoría de votos.

Artículo 156.- Los miembros de la Comisión Substanciadora deberán reunir los requisitos que señala el 
artículo 121 de esta Ley. El designado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y el 
tercer miembro, deberán ser además, licenciados en derecho y durarán en su encargo seis años. El represen-
tante del Sindicato durará en su encargo sólo tres años. Los tres integrantes disfrutarán del sueldo que les �je 
el presupuesto de egresos y únicamente podrán ser removidos por causas justi�cadas y por quienes les 
designaron.

Artículo 159.- En los con�ictos en que sea parte un Tribunal Colegiado de Circuito, un Magistrado Unitario de 
Circuito o un Juez de Distrito y tengan que desahogar diligencias encomendadas por la Comisión Substan-
ciadora, actuarán como auxiliares de la misma con la intervención de un representante del Sindicato. El 
trabajador afectado tendrá derecho a estar presente.

Artículo 160.- El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se reunirá cuantas veces sea necesario, 
para conocer y resolver los dictámenes que eleve a su consideración la Comisión Substanciadora.

Artículo 161.- La audiencia se reducirá a la lectura y discusión del dictamen de la Comisión Substanciadora 
y a la votación del mismo. Si fuere aprobado en todas sus partes o con alguna modi�cación, pasará al 
Presidente de la Suprema Corte para su cumplimiento; en caso de ser rechazado, se turnarán los autos 
al ministro que se nombre ponente para la emisión de un nuevo dictamen.

Artículo 152.-  Los con�ictos entre el Poder Judicial de la Federación y sus servidoras  o servidores, serán 
resueltos por una Comisión de Con�ictos Laborales del Poder Judicial de la Federación.

(SE ADICIONA) Dichas resoluciones podrán ser impugnadas mediante el correspondiente recurso de 
revocación que se  presente ante el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por lo que 
respecta a sus trabajadoras o  trabajadores o ante el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal 
tratándose de sus empleadas o empleados. La resolución de este recurso será de�nitiva e inatacable.

Artículo 153.-  Las cuestiones relativas a la substanciación de los asuntos a que hace referencia el 
presente Capítulo, incluido el recurso de revocación, se regulará a través de los acuerdos generales 
que para tal efecto emita el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del Consejo de la 
Judicatura Federal, según corresponda.

Artículo 154.- La Comisión de Con�ictos Laborales del Poder Judicial de la Federación se integrará de la 
siguiente forma:

(SE ADICIONA) I. Tratándose de con�ictos laborales de servidoras o servidores de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, por las o los siguientes representantes:

a) Una o uno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, nombrado por el Pleno de ésta, quien la 
presidirá;

b) Una o uno nombrado por el Sindicato de Trabajadores del Poder Judicial de la Federación, y

c)  Una o un tercero ajeno a los mencionados en los incisos anteriores, designado de común acuerdo 
por las y los demás integrantes de la Comisión.

(SE ADICIONA) II. Tratándose de con�ictos laborales de servidoras y servidores del Consejo de la 
Judicatura Federal, por los siguientes representantes:

a) Una o uno del Consejo de la Judicatura Federal, nombrado por el Pleno de dicho Consejo, quien la 
presidirá;

b) Una o uno nombrado por el Sindicato de Trabajadores del Poder Judicial de la Federación, y

c) Una o un tercero ajeno a los mencionados en los incisos anteriores, designado de común acuerdo 
por las y los demás integrantes de la Comisión.

(SE ADICIONA) La o el representante del Sindicato, así como la tercera ajena o el tercero ajeno, a que 
se hace referencia  en los incisos b) y c), de las fracciones I y II de este artículo, serán las mismas 
personas en ambos supuestos.

Artículo 156.- Las personas integrantes de la Comisión de Con�ictos Laborales del Poder Judicial de la 
Federación  deberán reunir los requisitos que señala el artículo 121 de esta Ley. Las  personas  a que se 
re�eren los incisos a) y c) de las fracciones I y II del artículo 154 de esta Ley,  deberán ser además, 
licenciadas  y licenciados  en derecho y durarán en su encargo seis años.  La persona  representante del 
Sindicato de Trabajadores del Poder Judicial de la Federación durará en su encargo sólo tres años. Las 
personas  integrantes  de la Comisión  disfrutarán del sueldo que les �je el presupuesto de egresos y 
únicamente podrán ser removidas por causas justi�cadas y por quienes les designaron.

Artículo 159.-  En los con�ictos en que sea parte un Tribunal  Colegiado de  Circuito, una  Magistrada  o 
Magistrado  Colegiado de  Apelación o una Jueza o  Juez de  Distrito y tengan que desahogar diligencias 
encomendadas por la  Comisión de Con�ictos Laborales del Poder Judicial de la Federación, actuarán 
como auxiliares de la misma con la intervención de una persona representante del Sindicato. La persona 
trabajadora afectada tendrá derecho a estar presente.

Artículo 160.- La Comisión de Con�ictos Laborales del Poder Judicial de la Federación se reunirá cuantas 
veces sea necesario, para conocer y resolver por mayoría los con�ictos laborales que se le presenten.

Artículo 161.- La audiencia se reducirá a la lectura y discusión del proyecto de resolución del caso y a la 
votación del mismo por la Comisión de Con�ictos Laborales del Poder Judicial de la Federación. Si fuere 
aprobado en todas sus partes o con alguna modi�cación, pasará a la Presidenta o Presidente de la Comisión 
para su cumplimiento.
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ARTÍCULO 1. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones del 
presente Título, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad a que se re�eren las 
fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A falta de 
disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles.

ARTÍCULO 10. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales:

I. Como actor, la entidad, poder u órgano que promueva la controversia;

II. Como demandado, la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado la norma general o 
pronunciado el acto que sea objeto de la controversia;

III. Como tercero o terceros interesados, las entidades, poderes u órganos a que se re�ere la fracción I del 
artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que sin tener el carácter de actores o 
demandados, pudieran resultar afectados por la sentencia que llegare a dictarse, y

IV. El Procurador General de la República.

ARTÍCULO 19. Las controversias constitucionales son improcedentes:

I. Contra decisiones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación;

II. Contra normas generales o actos en materia electoral;

III. Contra normas generales o actos que sean materia de una controversia pendiente de resolver, siempre que 
exista identidad de partes, normas generales o actos y conceptos de invalidez;

IV. Contra normas generales o actos que hubieren sido materia de una ejecutoria dictada en otra controversia, 
o contra las resoluciones dictadas con motivo de su ejecución, siempre que exista identidad de partes, normas 
generales o actos y conceptos de invalidez, en los casos a que se re�ere el artículo 105, fracción I, último 
párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

V. Cuando hayan cesado los efectos de la norma general o acto materia de la controversia;

VI. Cuando no se haya agotado la vía legalmente prevista para la solución del propio con�icto;

VII. Cuando la demanda se presentare fuera de los plazos previstos en el artículo 21, y

VIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta ley.

En todo caso, las causales de improcedencia deberán examinarse de o�cio.

ARTÍCULO 21. El plazo para la interposición de la demanda será:

I. Tratándose de actos, de treinta días contados a partir del día siguiente al en que conforme a la ley del propio 
acto surta efectos la noti�cación de la resolución o acuerdo que se reclame; al en que se haya tenido 
conocimiento de ellos o de su ejecución; o al en que el actor se ostente sabedor de los mismos;

II. Tratándose de normas generales, de treinta días contados a partir del día siguiente a la fecha de su 
publicación, o del día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a 
la controversia, y

III. Tratándose de los con�ictos de límites distintos de los previstos en el artículo 73, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de sesenta días contados a partir de la entrada en vigor 
de la norma general o de la realización del acto que los origine.

ARTÍCULO 22. El escrito de demanda deberá señalar:

I. La entidad, poder u órgano actor, su domicilio y el nombre y cargo del funcionario que los represente;

II. La entidad, poder u órgano demandado y su domicilio;

III. Las entidades, poderes u órganos terceros interesados, si los hubiere, y sus domicilios;

IV. La norma general o acto cuya invalidez se demande, así como, en su caso, el medio o�cial en que se 
hubieran publicado;

V. Los preceptos constitucionales que, en su caso, se estimen violados;

VI. La manifestación de los hechos o abstenciones que le consten al actor y que constituyan los antecedentes 
de la norma general o acto cuya invalidez se demande, y

VII. Los conceptos de invalidez.

ARTÍCULO 41. Las sentencias deberán contener:

I. La �jación breve y precisa de las normas generales o actos objeto de la controversia y, en su caso, la aprecia-
ción de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados;

II. Los preceptos que la fundamenten;

III. Las consideraciones que sustenten su sentido, así como los preceptos que en su caso se estimaren violados;

IV. Los alcances y efectos de la sentencia, �jando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, 
las normas generales o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena 
e�cacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus 
efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada;

V. Los puntos resolutivos que decreten el sobreseimiento, o declaren la validez o invalidez de las normas 
generales o actos impugnados, y en su caso la absolución o condena respectivas, �jando el término para el 
cumplimiento de las actuaciones que se señalen;

VI. En su caso, el término en el que la parte condenada deba realizar una actuación.

ARTÍCULO 43. Las razones contenidas en los considerandos que funden los resolutivos de las sentencias 
aprobadas por cuando menos ocho votos, serán obligatorias para las Salas, Plenos de Circuito, 
tribunales unitarios y colegiados de circuito, juzgados de distrito, tribunales militares, agrarios y 
judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Federal, y administrativos y del trabajo, sean 
éstos federales o locales.

ARTÍCULO 1. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones del 
presente Título, las controversias constitucionales en las que se hagan valer violaciones a la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como las acciones de inconstitucionalidad a que se re�eren 
las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A falta de 
disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles.

ARTÍCULO 10. ...

I. ...

II. Como demandada o demandado, la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado la norma 
general, pronunciado el acto o incurrido en la omisión que sea objeto de la controversia;

III. ...

IV. ...

ARTÍCULO 19. ...
 
I. ...

II. ...

III. Contra normas generales, actos u omisiones que sean materia de una controversia pendiente de resolver, 
siempre que exista identidad de partes, normas generales o actos y conceptos de invalidez;

IV. Contra normas generales, actos u omisiones que hubieren sido materia de una ejecutoria dictada en otra 
controversia, o contra las resoluciones dictadas con motivo de su ejecución, siempre que exista identidad de 
partes, normas generales o actos y conceptos de invalidez, en los casos a que se re�ere el artículo 105, fracción 
I, último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

V. ...

VI. ...

VII. ...

(SE ADICIONA) VIII.  Cuando de la demanda se advierta que no se hacen valer violaciones a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y

IX. ...

...

ARTÍCULO 21. ...

I. Tratándose de actos u omisiones, de treinta días contados a partir del día siguiente al en que conforme a la 
ley del propio acto surta efectos la noti�cación de la resolución o acuerdo que se reclame; al en que se haya 
tenido conocimiento de ellos o de su ejecución; o al en que el actor se ostente sabedor de los mismos;

II. ...

III. ...

ARTÍCULO 22. ...

I. ...

II. ...

III. ...

IV. La norma general, acto u omisión cuya invalidez se demande, así como, en su caso, el medio o�cial en que 
se hubieran publicado;

V. ...

VI. ... 

VII. ...

ARTÍCULO 41. ...

I. La �jación breve y precisa de las normas generales, actos u omisiones objeto de la controversia y, en su caso, 
la apreciación de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados;

II. ... 

III. ...

IV. Los alcances y efectos de la sentencia, �jando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, 
las normas generales, actos u omisiones respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios 
para su plena e�cacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma 
general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma 
invalidada;

V.  Los puntos resolutivos que decreten el sobreseimiento, o declaren la validez o invalidez de las normas 
generales, actos u omisiones impugnados y, en su caso, la absolución o condena respectivas, �jando el 
término para el cumplimiento de las actuaciones que se señalen, y

VI. ...

ARTÍCULO 43. Las razones que justi�quen las decisiones de las sentencias aprobadas por cuando menos 
ocho votos, serán obligatorias para todas las autoridades jurisdiccionales de la federación y de las 
entidades federativas. Las cuestiones de hecho o de derecho que no sean necesarias para justi�car la 
decisión no serán obligatorias.

(SE ADICIONA) La Suprema Corte no estará obligada a seguir sus propios precedentes. Sin embargo, 
para que pueda apartarse de ellos deberá proporcionar argumentos su�cientes que justi�quen el 
cambio de criterio.

(SE ADICIONA) La Suprema Corte estará vinculada por sus precedentes en los términos antes descritos, 
incluso cuando éstos se hayan emitido con una integración de Ministras y Ministros distinta.

LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I 
Y II DEL ARTÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS
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	Cartel CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES
	Cartel LEY DE AMPARO
	Cartel LEY DE DEFENSORIA PUBLICA
	Cartel LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES
	Cartel LEY REGLAMENTARIA

